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H. OKKI.ER: Estudio de las diferentes /or-
mas de cogestión en Alemania fede*

El autor se propone precisar ¡a situa-
ción en que se encuentra la cogestión al
nive! de las Empresas y de ¡as Socieda-
des. El estudio consta de cuatro partes:

— • El primer capitulo se dedica a
la cogestión en las Empresas siderúrgi-
cas y mineras.

- Eí segundo capítulo trata de la
cogestión en las Sociedades Anónimas
y en las demás Sociedades de capital.

— El tercer capítulo analiza las dis-
posiciones de la nueva ley sobre la
Organización de las Empresas.

— En el cuarto y último capítulo se
citan los numerosos proyectos de ex-
tensión de la coge.otión del tipo side-
rúrgico y minero al conjunto de las
grandes Empresas alemanas, así co-
mo las tomas de posición de los par-
tidos políticos y de los diferentes me-
dios de la economía alemana ante este
problema que perturba seriamente la
presente legislatura.

JOSÉ IGNACIO GARCÍA NINET: Bl descanso

de media hora en ¡as jornadas cnr¡íi-
imadas de ocho horas.

La pretensión del presente estudio es
doble. En primer lugar, intentar acla-
rar ¡os oscuros términos de la resolución
de la Dirección General de Ordenación
de! Trabajo de 14 de febrero de iyÓ2, dic-
tada en ejecución de lo dispuesto en el
artículo 42 de !a Orden del Ministerio de
Trabajo de 8 de mayo de 1961, que des-
arrolla lo previsto en el Decreto 1.844/
iy6o, de 21 de septiembre, con objeto de
conocer el alcance y virtualidad del be-
neficio concedido en la citada Orden. En
segundo lugar, partiendo de d:cho análi-
sis, ofrecer una interpretación distinta
de la que hasta el presente se viene ofre-
ciendo respecto a los efectos de !a no uli-
lizacicn del descanso por el trabajador,
o sea, sobre la posibilidad o no de com-
pensación en metálico de. la media hora
de descanso no disfrutada.

JUAN MONTERO AROCA: Notas sobre la
historia de la Jurisdicción de Trabajo.
Parle segunda.

En la reseña del número anterior com-
prendimos la referencia, a la parte prime-
ra de este estudio.

En esta ocasión se examinan los Co-
mités paritarios que nactn fundamental-
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mente para reglamentar las condiciones
de trabajo y para prevenir y solucionar,
po:1 conciliación o arbitraje, los conflictos
de trabajo, pero paulatinamente irán am-
pliando su campo de actuación.

Se exponen los antecedentes y se ana-
liza e! Real Decreto-ley de 26 de noviem-
bre de 1926 sobre Organización Corpora-
tiva Nacional en su incidencia en las fa-
cultades jurisdiccionales de los Comités
paritarios.

REV/5TA DE FOMENTO SOCIAL

Vol. XXX, núm. 119, julio-septiembre
1975.

FRANCISCO GÓMEZ CAMACHO: ¿Qué pueds

aprender la ciencia económica de la ai'
sis actual"?

Ha sido ¡a misma estructura del equi-
librio pretérito ia que, sometida a las
tensiones creadas por tasas de crecimien-
to como las alcanzadas en las dos últimas
décadas, ha provocado la crisis de ese
mismo equilibrio, fin terminología dialéc-
tica, ha sido la evolución cuantitativa del
sistema í,i que nos ha llevado a planíeaf-
nos la necesidad de un salto cualitativo
en el mismo sistema, transformando su
estructura. De no efectuarse este saíto
cualitativo, los futuros crecimientos cuan-
titativos no serán otra cosa que simple
recuperación del tiempo perdido y re-
traso del parto inevitable. ¿Cuál ha sido
la estructura del equilibrio económico vi-
vido en los últimos años? La respuesta
hemos de darla a dos niveles diferentes:
internacional y nacional.

JAVIER OROSQUIF.TA : I.a "Humanae Vitan"

como denuncia de las sociedades opii'
limtas.

Han pasado ya cerca ele siete años des-
de la publicación de ¡a encíclica de Pa-

blo VI Humanae Vitae, sobre eí toníroS
de la natalidad. Se acallaron bastante ios
ecos de la tremenda polémica de opinio-
nes que a escala mundial promovió. Si
intentamos hoy volver sobre la misma es,
sobre todo, por dos motivos: el prime-
ro, porque, en cuanto afecta a las «ila-
ciones sexuales de la pareja humana
vinculadas por el matrimonio, creemos po-
der ofrecer una solución madura y liberal,
aun dentro áz la ortodoxia católica; el se-
gundo, porque en los innumerables comen-
tarios vertidos sobre la Humanae Vitae,
creemos que se han descuidado relativa-
mente sus importantísimos aspectos eco-
nómicos, sociales y políticos.

P. BENJAMÍN FORCANO : ¿Por qué y coma

regular Id natalidad"?

La necesidad de regular los nacimientos,
los motivos que existen para ello, el dere-
cho de todo matrimonio a proceder en es-
te punto con íazón y responsabilidad,
como también los medios que hayan de
elegir en cada circunstancia, se^ún lo
aconseje la recta razón, son cosas que
no deben hacer olvidar un aspecto, qus
es decisivo para un cristiano: la motiva-
ción desde donde se coloca para progra-
mar y vivir la regulación de la natalidad.

Josrí GODOY : Una socialización a nivel de
empresa: el proporaonalismo.

El proporcionalismo pretende aportar
una solución al problema de la margina'
ción y la desigualdad económica. Más que
una solución de tipo político, paternalista
c demagógico, el proporcionalismo pre-
tende aportar una solución de. tipo técnico
con base científica. Por eso se sitúa más
allá de todo maniqueísmo, donde los ri-
cos son los malos y los pobres los buenos
(c a! contrario). Parte simplemente del he-
cho incontrovertible de que todos nos en-
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contratiros cazado? en el mismo lazo his-
tórico, condicionados por un lastre de
siglos, que hasta ahora han imposibilitado
a la Humanidad para controlar y dominar
Iss leyes económicas.

La empresa proporcionalista se apro-
xima mucho a! tipo de cooperativa en tra-
bajo asociado (no a ia cooperativa de co-
mercialización o do consumo). Pretende
agrupar en las mismas manos - las manos
de ¡os marginados- - las rentas derivadas
riel capital y las rentas derivadas del
trabajo. Lo que descubre e¡ proporciona-
lismo puede parecer «el huevo de Cotón».
Y precisamente ahí puede radicar su po-
der desencadenante: en ¡a sencillez de
su mecanismo y !a viabilidad de su apli-
cación ,

PRISCILIAKO CORDERO DEI. CASTILLO: £'S-

tructuras en crisis da la familia rural
leonesa.

E! autor continúa con e! estudio rese-
ñado en los dos números anteriores, refi-
riéndose ahora a !os hijos - número, ¡a
("estación, el parto, el bautizo, la salida
a misa o purificación— y el status y rol
de los miembros de ¡a familia - dei pa-
dre, de la madre, de los hijos y de ¡os
abuelos —.

¡. G.: Un gran pais entre ¡a esperanza
y el caos: La India 1975.

Son tantos y tan impresionantes los im-
pactos que se reciben directamente, por
un lado, y a través de la conversación,
ía lectura y la documentación sobre el
terreno, por otro, cnie no es fácil, después
de haber pasado un mes recorriendo y
penetrando este alucinante país, poner en
orden las ¡deas.

No obstante, el autor lo intenta a lo
largo de los siguientes apartados: del na-
cimiento, de la vida y de la muerte; dei

pan nuestro de cacln ciía; de la escuela;
de la seqi:ía; de !a democracia, y de la
India como empresa universal.

VícioR MANI:I;I. ARBF.LOA : La prensa
obrera en España (1920-1023).

Se dedica el trabajo al análisis de la
revista Vida Socialista, la que se estima
que merece un lugar destacado en la his-
toria de la prensa obrera española. Es
tina de las más importantes del partido,
aun no siendo órgano oficial; una de. las
más abiertas a la colaboración política y
literaria - -estamos en plena conjunción
republicano-socialista— y una de las más
constantes, a pesar de sus tres años de
existencia.

REVISTA IBEROAMERICANA
DE SEGURIDAD SOCIAL

Madrid

Año XXIV, núm. 3, mayo-junio 1975.

ISIDRO MARTÍN DE NICOLÁS Y DE OSMA:

Protección social al trabajador ¡tutano*
r,-.o en España.

Se. expone el régimen del sector agríco-
la : campo de aplicación, afiliación, cotiz.i-
ción, prestaciones, asistencia sanitaria, in-
validez • -provisional y permanente —, ve-
je?:, muerte y supervivencia, prestaciones
de protección a ¡a familia, desempleo, ser-
vicios sociales, gestión y financiación.

MOACYR VELLOSO CARUOSO DI; OLIVKIRA :

Tendencias altiais da Previdencia So*
cial brasileira.

Se parte de la situación creada por la
ley Orgánica de la .̂Previdencia Social» de
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19(10, analizando los aspectos esenciales
de campo de aplicación; de riesgos cu-
biertos: de financiación y de gestión.

FRANCISCO LAMAS : Meditación de un )ÍI¿-

áico en torno al hoy del hombre.

Eí hombre necesita conducir y guiar
su vida con libertad espiritual. Nada es
posible para el hombre si no sabe encon-
trar dentro de sí la disciplina que guía su
vida; la norma que oriente la brújula que
marque el rumbo de cada día. perdido
el rumbo, vida perdida, y si el homfars
ha de salvarse por el amor, tiene que ha-
cer amor del deber, que es obediencia,
disciplina y ley.

7-a consecuencia es que, entre todos,
estamos en la obligación de voívcr 2 crear
la fe dentro del hombre y en ía vida mis-
ma; es absolutamente preciso tener fe.
Hay que gritar ¡a fe en eí hombre y as.
el amor fraterno, y levantando el pecho
a la esperanza, esperar, esperar en el
sople divino vivificante, y eí hombre, si
quiere de verdad serlo, debe sabe?* espe-
rar contra la misma esperanza.

AGUSTÍN RRBOLI.O ALVAKEZ-A.MANDI : Las

situaciones jurídicas de pendencia en
sí sistema de la Segundad Social es*
pañoia.

Se comienza examinando ía naturaleza
jurídica del Derecho de la Seguridad So-
cial, contemplando a ésta como servicie-
público, y a sus entes gestores como in-
tegrados en ía Administración indirecta
institucional. A continuación, se analiza
el sistema jurídico de la Seguridad Social,
considerando la relación jurídica y las si-

tuaciones jurídicas de pendencia, así co-
mo las distintas relaciones jurídicas; y su
conexión con el sistema de la Seguridad
Social. Y, por último, se exponen ias dis-
tintas posiciones jurídicas del sujeto pro-
tegido por dicha Seguridad Sccial.

Núm. 4, julio-agosto 1975.

JULIÁN CARRASCO BKLINCHÓN: l.a gestión

de la Seguridad Social: Análisis de una
meta directiva. Erradicación ds los cow
portamiantos buropatico y bwsóiico.

Se parte de la tesis de Víctor Thomp-
son sobre el doble tipo de comportamien-
to orgamzacicnai; se pasa después a con-
siderar los factores que determinan dichos
comportamientos; se ve más tarde cuáí
es la situación a! respecto de los entes-
gestores de la Seguridad Social, y se fi-
naüza con unas conclusiones que com-
prenden ¡o que podría ser el ideario o
programa de medidas correctivas organi-
zacionales y de pautas idea'es de com-
portamiento.

CARLOS DEL FBSO Y CALVO: El

pío de congruencia" en su aplicación a
¡as resoluciones de las Comisiones Téc'
nicas Calificadoras.

El objetivo perseguido es el de reali-
zar r.n estudio de las materias sobre las
que pueden pronunciarse ias Comisiones
Técnicas Calificadoras, respetando ía «con-
gruencia», y ello a la vista de la doctrina
sentada por la Sala de !o Social del Tri-
buna! Supremo en !as sentencias de 9 de
noviembre de 1971 y 3 de octubre de
1972.--JULIÁN CARRASCO BELINCHÓN

OvÁ.)
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A L E M A N í A

RECHT DER ARBüíT

Núms. 5 y í, septiembre-diciembre
1974.

WEISS: Sobre la responsabilidad del }u-

',-aáo de Empresa (i).

La Isy Constitucional de Empresa
(BetrVG) establece dos tipos de sanción
para las infracciones cometidas por el
Jurado de Empresa o sus vocales en el
ejercicio de sus funcionas: la destitución
del vocal o disolución del Jurado por in-
fracción grave de sus deberes legales, y
ciertas penas por incumplimiento del de-
ber de secreto. Para Wsiss, interesa saber
si eí Jurado incurre, más allá de estas
sanciones antedichas, en algún tipo de res-
ponsabilidad por sus decisiones lícitasi
adoptadas dentro del marco de sus facul-
tades; tema, advierta de entrada, para-
dójicamente abandonado por la jurispru-
dencia ai mismo tiempo que frecuentemen-
te abordado por tesis doctorales: ya baje
la anterior BertVG de 1952 habían puesto
de relieve Wolff y Benner que la respon-
sabilidad dependía del grado de «co-ges-
tión», teniendo los supuestos auténticos
de ésta en aquella ley un lugar margina!.
Por el contrario, en la vigente BetrVG se
han visto considerablemente fortalecidos
los derechos de co-gestión en materias
de personal, el plan social tiene carácter
forzoso en las reestructuraciones de la
Empresa, y e! derecho de impugnación
del Jurado contra las decisiones del em-
pleador puede utilizarse en apoyo de tra-
bajadores singulares. El tema a analizar
consiste por ello en saber si con tai am-
pliación ha variado la responsabilidad de

(1) Dr. MANFRED WEISS : Zur Hafiun*
des Kctriebsrats, paga. 2S&-28C.

quienes participan en las decisiones em-
presariales.

Al efecto sólo pueden entrar en consi-
deración los vocales del Jurado, advierte
Weiss, ya que el propio Jurado como uni-
dad organizativa no disfruta de capacidad
patrimonial y no puede, por tanto, res-
ponder: los intentos de responsabilizar
a tocio el personal, a determinados traba-
jadores o al propio empleador por la ac-
tuación del Jurado, por otra parte, han
terminado siendo rechazados, incluso por
quienes ven en éste ai órgano de un per-
sonal con capacidad jurídica limitada. Re-
suelto el tema, la cuestión siguiente es
saber cuándo podemos hablar de una con-
ducta imputable al jurado, cómo, en de-
finitiva, delimitar los acuerdos con tras-
cendencia jurídica para hacsr surgir res-
ponsabilidad en quien io emitió; las dis-
cusiones sobre el tema han pecado de
ineficacia, pues se han centrado en el
causalisme sin parar mientes en la finali-
dad que tiene la responsabilidad del Ju-
rado: a pesar de esta observación, Weiss
aporta muy poco al tema, pues se limita
a tomar postura en alguna de las posibles
situaciones. Concretamente entiende que
imputar al Jurado los daños producidos
por una decisión suya que se impuso al
empleador mediante declaración comple-
mentaria de !a Oficina de Mediación o la
Magistratura de Trabajo es impensable,
pues a ío sumo se produjo un error no
relevante a efectos de responsabilidad: ta!
sería el caso - indica el autor— de la pe-
tición al empleador para pasar de! salario
a tiempo al salario a rendimiento, que
ante la negativa de aquél viene autori-
zado por la Oficina de. Mediación y por la
Magistratura de Trabajo, y que a! po-
nerse en ejecución provocó un fuerte au-
mento de salarios, entrando en crisis la
Empresa.
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Se pregunta » continuación el autor
ú existí un fundamento jurídico especí-
fico para esta responsabilidad. De inme-
diato, las soluciones contractuales quedan
fuera de consideración, pues la actuación
del Jurado no se funda en el contrato de
trabajo. Se hace acó de la opinión de
Keumann-Duesbcrg, quienes basan los
deberes del Jurado frente al persona! y
al empleador en una «relación obligatoria
lega! y jundico-sociai» que ostenta un
punto de conexión con la que se produce
catre tutor y pupilo; para W«iss, la ana-
logia entre ambas relaciones es tan atrac-
tiva como difícil de sostener, pues entre
otras cosas, el derecho a indemnización
del pupilo frente al tutor en base a los
parágrafos 1.789 y 823.1 BGB no encuen-
tra una respuesta paralela en cuanto al
Jurado. Otros autores han intentado, igual-
mente, hallar un fundamento jurídico en
el parágrafo 8.>} BGB, pero sus análisis
no satisfacen al autor, que constata su
fungibilidad cuando se aplica a la res-
ponsabilidad del Jurado de Empresa. Por
pilo mismo cree más útil analizar algunos
aspectos concretos de la eventual res-
ponsabilidad de los vocales jurados: en-
tre ellos, cabe destacar la que podría sur-
gir frente al empleador, cuando el Jurado
se pronuncia sobre la implantación da jor-
nada reducida, prolongación de jornada,
cuestiones salariales, programación de la
política de personal y reestructuración de
la Empresa: sólo difícilmente cabe pensar
- opina el autor -- en responsabilizar al
Jurado por colaborar en la decisión sobre
tales materias.

Como resultado de su estudio, Weiss
concluye afirmando la inadecuación de las
soluciones ofrecidas por el Derecho <ie
daños individual, puesto que el modelo
hacia el cual debe orientarse el tema de
la responsabilidad del Jurado no es el
del equilibrio de intereses individuales,
sino el modelo decisorio que se despren-
de de la estructura monocrática en la
Empresa y que procura tener en cuenta

las necesidades del personal como colec-
tividad ; los presupuestos y los efectos
de este modelo participativo constituyen
por ello los puntos de referencia funda-
mentales en orden a la responsabilidad
del Jurado: la solución sobre el «sí» y el
«cómo» de tal responsabilidad es simul-
táneamente la respuesta sobre la posición
del Jurado como representante de los
intereses de! personal.

ciJüic: El Pacto internacional sobre
¡•echas económicos, súdales y
rales (2).

La República Federal de Alemania ha
ratificado el 23 de noviembre de 1973 el
Pacto internacional de 19 de diciembre
de 1966 sobre derechos económicos, so-
ciales y culturales, el cual por sí mismo
no ha entrado en vigor al necesitar trein-
ta y cinco ratificaciones o adhesiones pa-
ra ello, siendo así que hasta e! momento
son veinticuatro las producidas. El origen
de tal pacto se encuentra en la Declara-
ción de Derechos Humanos de 1948, cuyo
carácter meramente programático, antes
que internacicnaímente vinculante, llevó
a la Comisión de Derechos Humanos de
la ONU a planear un doble proyecto de
Convenio, sobre derechos civiles y polí-
ticos, uno, sobre derechos económicos,
sociales y culturales, otro, que fueron fi-
nalmente aprobados por la Asamblea Ge-
neral en 1966 con et nombre de Pactos.

Hace Zuleeg a continuación una some-
ra descripción del contenido del Pacto
objeto de estudio, entrando a considerar
también sus problemas interpretativos.
Probablemente la parte más interesante
del artículo sea la relativa a los concre-
tos derechos establecidos en el Pacto, y
su confrontación con el nivel de condi-

(•>) I ' r . MA^FREn ZUI.EEO (Catedrático) :
Prr Internationale l'akt iiber wirischaftH-
c'.ie, soziaíc uud kullurellc Rechtc, pági-
nas ¡ÜI-832. . . .
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cienes laborales lagalmeníe vigentes en
Alemania Federa!. Y así, se reconoce el
derecho al trabajo, con una expresión que
podría interpretarse en el sentido de de-
recho subjetivo individua!, aunque peti-
ciones concretas en tal sentido fueron re-
chazadas en la fase cíe informes: la im-
posibilidad íáctica de garantizar a cada
trabajador un puesto de trabajo en Esta-
dos sin economía totalmente planificada
y dirigida, aboga, sin embargo, por una
interpretación distinta, pues con toda se-
guridad los Estados que firmaron el Pacto
IÍC tuvieron la intención de alterar sus-
íancialmente el sistema económico para
conseguir tai derecho subjetivo. Debe en-
tenderse, en consecuencia, que ios Esta-
dos signatarios asumen un deber de im-
pulsar una política económica y laboral
apta para ofrecer a cada trabajador las
máximas posibilidades de obtener un em-
pleo a su gusto: el artículo 6.2 del pacto
se expresa en este sentido mencionando
la política de plano empleo, programas
de formación y asesoramiento profesional,
etcétera; simultáneamente se reconoce por
el Pacto, y esta vez con carácter de dere-
cho subjetivo individual, el de libre elec-
ción de puesto de trabajo.

El derecho a condiciones de trabajo
justas y adecuadas píantea el problema cía
establecer qué se entienda por tales. Pri-
mordialmcnte, su aplicación en Alemania
consistirá en reconocer el salario legal a
trabajadores extranjeros explotados por
sus empresarios en base a contratos no
autorizados administrativamente: aunque
hayan de ser expulsados del país, entien-
de Zuleeg, tendrán derecho al salario de
los días ya trabajados; en cuanto al prin-
cipio de igualdad de salario para la mujer
que desempeña igual trabajo, ha sido re-
conocido constantemente por ía jurispru-
dencia del BAG, y «s hoy Derecho vi-
gente ; en general, el salario debe ase-
gurar un mínimo suficiente para el traba-
jador y su familia. El autor señala algu-
nos distanciamientos existentes entre la

legislación alemana y el Pacto ahora ra-
tificado en las condiciones laborales sobre
pausas, tiempo libre, igualdad de oportu-
nidades, etc.

En materia de. conflictos colectivos, el
artículo S.i.d de! Pacto reconoce expresa-
mente el derecho de huelga, significan-
do un paso en el Ordenamiento alemán,
que hasta el momento lo admitía indirec-
tamente en su Constitución. Iíl Pacto,
desde luego, garantiza el derecho con la
extensión que esté aceptada por el Orde-
namiento estatal, por lo que adquiere re-
levancia sobre tocio en cuanto a discrimi-
nación ; de todas formas, nada sustan-
cial cambia la ratificación de! Pacto, si-
guiendo marginadas las huelgas salvajes,
h:s políticas y ¡as de funcionarios.

STF.BUT: La licitud para implantar jo;-'
nada reducida (.5).

Las declaraciones de numerosas gran-
des Empresas, especialmente de la indus-
tria automovilística, de que se proponían
implantar en los meses venideros jor-
nada reducida, impulsa a plantear el te-
ma de la capacidad individual y colectiva
para operar la reducción, así como las
facultades administrativas en el mismo
sentido.

1. Por vía individual, la jornada redu-
cida puede interesar al empleador incluso
en el supuesto de continuar abonando ios
salarios correspondientes a jornada nor-
mal, cuando se produce escasez de mate-
ria prima o de energía, o bien a fin de
evitar la acumulación de stucks invendi-
dos. La jurisprudencia y la doctriru en-
tiende que en estos casos de. falta de tra-
bajo decae el derecho a! empleo que viene
reconocido al trabajador en circunstancias
normales, al exonerarse el empleador de

(3; Dr. DIIÍTRICH VON STEHUT : Dio. Zu-
uiy.sigkcit der Einfürung von Kurzarbeii,
página 33¿-3-l-7.
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su responsabilidad por incumplimiento,
en base a ia inexigibilidad {UnZumutbar'
lieit}. Ei fundamento jurídico de la reduc'
ción por vía individual no puede ses1 e!
peder de dirección, como se deduce de
los parágrafos 611 y 615 BGB y de k doc-
trina del riesgo de empresa: mediante
el poder de dirección tiene el empleador
únicamente un conjunto de facultades para
¡r concretando el trabajo que genérica'
mente se pactó en el contrato individual;
sólo cuando el empleador pacta con el
trabajador -en el propio contrato o pos»
teriormente - la facultad de reducir jor-
nada, se amplía el poder directivo a este
supuesto, aunque sometido siempre a los
principios jurídicos de la relación laboral,
que limitan los excesos en el ejercicio de
tas facultades directivas; de esta forma,
cae bajo el control judicial el ejercicio
abusivo [lirillkürUch) o no conforme a ios
principios generales del Derecho del ira»
bajo. En especial, la facultad pactada de!
empleador para implantar reducción de
jornada podría c.n ocasiones valorarse co-
mo elusión de las normas sobre denuncia
de la relación laboral, concretamente de
las referidas a la denuncia modificativa
(Ándenmgskündigung) del parágrafo 2
KSchG y a los plazos de la denuncia deí
parágrafo 622.3 BGB, nueva redacción,
así como las que regulan la intervención
del Jurado de Empresa, parágrafo 87.1.3
BetrVG, esto último en ei supuesto de
que la cláusula reconociendo al empleador
la facultad de que hablamos se configu-
rara como regulación contractual unitaria,
campe donde se reconoce ai Jurado un
cierto grado de co-gestión.

La imposición por el empleador de la
jornada reducida se aproxima fuertemente
r.n sus efectos a ¡a denuncia modificativa
plural (Masse.niinde.rungshiindigunlf), ya
que comrpende normalmente a todo el
personal o, al menos, a una sección de la
Empresa; de. la misma forma que la d e
mincia antedicha puede impugnarse ju-
dicialmente si nc está justificada por ur-

gentes necesidades de la Empresa, una
protección similar existe para ¡a reduc-
ción de jornada en base al poder de di-
rección ampliado, como ya se dijo. Por
lo que respecta a los plazos de denuncia
establecidos por el parágrafo 622 BGB,
nc parecen apropiados para la implanta»
ción de jornada reducida, entiende Ste-
but, el cual sale de! posible impasse re»
curriendo a la excepción que permite ei
propio 622 cuando se regulan en conve-
nio colectivo unos plazos más cortos: si
la reducción afecta normalmente a todo
el personal o a una sección de la Em-
presa, consiste realmente en una medida
colectiva, pudiendo ser sustituida la pro-
tección del 622 BGB para denuncias indi-
viduales con medidas protectoras equiva-
lentes de Derecho colectivo, que preci-
samente encuentra e! autor en las del pa-
rágrafo 87.1.3 BetrVG, exigiendo la in-
tervención del Jurado como presupueste
de eficacia. Ya la jurisprudencia cons-
tante ha venido manteniendo que los con-
tratos individuales suscritos por si em-
pleador con todos los pertenecientes a
grupos, secciones o categorías de la Em-
presa implican un fraude a la ley si con-
ducen a una regulación general calificable
como medidas colectivas que alteran ¡as
condiciones de trabajo y que precisan por
elle la intervención de! Jurado de Em-
presa.

J>. La reducción de jornada por vía
colectiva sugiere algunas cuestiones en tor-
ne a su posible concurrencia con la regu-
lación de idéntica materia en pactos de
Empresa. Como se recordará, en el De-
recho alemán el Jurado no tiene natura-
leza sindical, entendiéndose por ello que
los pactos de Empresa acordados entre
Jurado y empleador— no tienen natura-
leza de convenio colectivo -acordados
entre Sindicato y cmpeladores- -. Pero,
ante todo, Stebut entra a discutir si
las cláusulas sobre reducción de jomad;1,
contenidas en un CCS valen como «or»
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mas jurídicas y por ello se aplican, no
sólo a los adheridos al Sindicato pactan-
te sino a todo el persona!, organizado o
no; el posible apoyo legal se encuentra
en los parágrafos 3.2 en conexión con
el 4.1.2 TVG, que consideran normas
jurídicas a las cláusulas colectivas refe-
rentes a cuestiones de Empresa. Para eí
autor, dichas cláusulas colectivas que
autorizan la reducción de jornada son
en todo caso normas de contenida, por
cuanto influyen sobre la cuantía salarial,
y requieren para extenderse a todo rl
personal una autorización administrativa
c la intervención del Jurado; ahora
bien: ¡as normas de contenido pueden
ser simultáneamente también normas ju-
rídicas. ¿Disfrutan las cláusulas sobre
reducción de jornada de este doble carác-
ter, teniendo aplicación inmediata sobre
los no sindicados? F'ara Stebut, ei doble
carácter falta, pues aquellas cláusulas no
pueden considerarse como reguladoras de
cuestiones de Empresa en el sentido de!
parágrafo 3.2 TVG, dado que no deci-
den la implantación de jornada reducida,
sinc únicamente autorizan a! empleador
para hacerlo, por regla general. E! Gran
Senado de! BAG, en S.a 29 de noviem-
bre de 1967 entre otras, llega a resultados
parecidos cuando afirma que las normas
jurídicas de un CCS que regulen el con-
tenido, ¡a celebración o la terminación de
las relaciones laborales, necesitan de auto-
rización administrativa para ser aplicadas
en perjuicio de ¡os no sindicados.

3. Por último, ¡a reducción de jorna-
da por vía de autorización administrati-
va, ex parágrafo 19.1 KSchG, se opera
cuando el empresario debe despedir a un
cierto número de trabajadores, necesitan-
do la autorización de ¡a Oficina de Tra-
bajo estatal cuando pretende efectuarlos
antes de un mes; !a Oficina de Trabajo
puede impedirlos durante dos meses coma
máximo, autorizando en contrapartida ¡a
reducción de jornada si entiende que el

empleador no puede pagar la jornada nor-
mal durante este tipo. Ahora bien : si se
produjera esta autorización para reducir,
surge para el empleador un derecho po-
testativo cuyo ejercicio puede negociar,
es decir, que se trata de una materia con-
tractualmente derogable. Por otra parte,
¡a reducción autorizada administrativamen-
te requiere, además, e! consenso áü Ju-
rado, pues el acto administrativo permi-
tiéndola no cabe considerarlo como regu-
lación lega! excluida de la co-gestión; ca-
bría pensar que el Jurado no debe impe-
dir la reducción de jornada cuando la
autoridad administrativa la autorizó, pues
parece que hay un interés público a evi-
tar el desempleo y la reducción de pues-
tos de trabajo, pero, en última instancia,
esta consideración eventualmente posible
nc puede enervar las facultades del Ju-
rado expresamente reconocidas poí la
BetrVG.

NOTTER'BRUNINI : La situación legal ás
los trabajadores extranjeros en Alema-
nia y Francia (4).

Los estudios jurídicos sobre los trabaja-
dores extranjeros en países de Centro-
europa vienen sucediéndose profusamente
en estos últimos años, propiciados quizá
por el protagonismo asumido por grupos
de ellos en algunos conflictos colectivos,
y su creciente organización sindical, den-
tro o al margen de los Sindicatos autócto-
nos. El interés de este artículo de Notter/
Brunini consiste en poner en relación ¡a
normativa de dos países tradicionalmente
de inmigración: Francia y la República
Federa! Alemana.

El estudio sigue un método cronológico,
observando paso a paso las vicisitudes del

(1) I)r. NIKOWUS KOKKR (Magistrado)
y I'IBRRB BRUNINI : Día rechtliche Stellu-ng
der ausliindischen Arbeitnehmer in Deut-
schland und in Frankreich, págs. 347-358.
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trabajador migrante, y analizando por se-
para luego obtener unas conclusiones en
cada fase. Y así, el acceso de los inmi-
grantes al mercado de trabajo alemán se
verifica legalmente a través de las ofici-
nas de reclutamiento instaladas en los
países de origen por el Gobierno alemán,
las cuales se regulan por el correspondien-
te acuerdo bilateral; las oficinas de reclu-
tamiento conceden un visado sin el cual
se expone el trabajador extranjero a ser
expulsado del país, no siendo factible una
legalización a. posterior!, según ha ma-
nifestado repetidamente el ministro del
Interior. En Francia, por su parte, la po-
lítica de inmigración se caracteriza por
su versatilidad, a veces liberal, a veces
dirigista, variando no sólo año por año,
sino incluso según la nacionalidad del
trabajador extranjero, pues se favorece a
los originarios de antiguas colonias fran-
cesas. Los contratos de trabajo se cele-
bran en el país de origen, a propuesta ds
un empleador francés, por mediación de
la Office National d'.inmrnigration, que
se rige en tales países por el oportuno
acuerde bilateral; sin embargo, Jos ax-
tranjeros que llegan a Francia sin un con-
trato de trabajo a la búsqueda de empleo,
pueden obtener cuando lo encuentran un
permiso de residencia y de trabajo a tra-
vés del «procedimiento de regulación»,
seguido, por ejemplo, en 1968, por e¡ 80
por 100 de ¡os trabajadores inmigrantes.
A partir de una Orden ministerial de 29
de julio de 1968, no se concede la reguia-
rización a ¡os aprendices y eventuaies, ni
¡1 quienes pretenden trabajar en un sec-
tor de actividad considerado por el Mi-
nisterio competente como saturado. Asi-
mismo, ¡a ley de 5 de juiio de 1972 pre-
vé fuertes sanciones para toda actuació-
que fomente la inmigración no controla-
da, a fin de evitar, según Notter/Brunini,
la explotación de grupos de trabajadores.

La normativa sobre la estancia del tra-
bajador extranjero en Alemania y Fran-
cia es bastante diversa: mientras en
Alemania se dificulta la integración gra-
cias a un sistema de rotación témpora!,
en Francia se reconocen mayores facili-
dades para la integración del extranjero
y su familia, si bien en ambos países
disfruta la autoridad administrativa de un
amplio margen de discrecionalidad quK
debilita grandemente la posición jurídica
del inmigrante contra posibles abusos 3*1
los permisos de residencia.

El Derecho del trabajo se aplica a la
relación individual íntegramente en Ale-
mania, a virtud del principio de igualdad
de trato establecido por el artículo 3.3 da
la Constitución. Claro que la realidad es
muy otra, pues los contratos de trabaja
suscritos, al menos el primero, suelen ss~
por tiempo determinado, con lo cual se
pone en peligro no sólo la estabilidad en
e¡ empleo, sino incluso el permiso de ra-
sidencia. Estas o parecidas circunstancias
legales y reales se manifiestan igualmente
en Francia. En cuanto al Derecho colec-
tivo, los extranjeros pueden ser elegidos
vocales del Jurado de Empresa en Ale-
mania, bajo l.i nueva BerrVG, disfrutan-
de también de los mismos derechos sin-
dicales que los nativos cuando se afilian
a la Central DGB, que a comienzos de
1073 contaba con unos quinientos mii
miembros extranjeros. En Francia, la ley
de 27 de junio de 1972 permite !a elección
de extranjeros para ios Comités de Em-
presa, siempre que sepan leer y escribir
la lengua francesa; sindicalmente, por
el contrario, no pueden ejercer ninguna
función directiva de importancia en ¡os
Sindicatos franceses ni ser elegidos dele-
gados sindicales de Empresa, aunque este
último queda sometido al principio de re-
ciprocidad.

El resumen final del artículo considera
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que en ambos países se rnaniíicsta una
inclinación a proteger «1 mercado áe tra-
bajo nacional, ¡imitando si acceso de tra-

bajadores extranjeros y mejorando k si-
tuación ele los ya s-esidentes en el país (5).
ANTONIO OJKDA AVILES.

E S 7 A D O S U N I D O S

MONTHLY LABOR REVIHW

Vol. 98, núm. 6, julio 1975.

JOYANNA MOY y CoNSTANCE SORRKNTINO :

Unemplayment in nina industrial M*
tians, ¡073-75. P'ágs. 9-18.

Los Estados Unidos tienen k más alta
tasa de desempleo entre los nueve países
más industrializados, aunque los restan-
tes ocho han experimentado un conside-
rable aumento durante la última mitad
de 1974 y el principio de 1975. Para dar-
se exacta idea de k magnitud del desem-
pleo, baste señalar que Estados Unidos
y Australia tienen ios nivelas más altos
desde al final de la segunda guerra mun-
dial ; l-'rancia y Alemania Federa! desde
1CJ50 y japón, que tiene la más baja tasa
de entre los citados países, no había al-
canzado cifras similares desde 1960.

HI presente artículo compara desem-
pleo, empleo y otros indicadores del mer-
cado de trabajo en Estados Unidos en re-
lación con los indicadores de las ocho na-
ciones más industrializadas (*). A este res-
pecto, los datos más destacables serían:

a) Estados Unidos,—La economía
norteamericana empezó una nueva fa-
se descendente ai final de 1973- Du-
rante el año siguiente, la productivi-
dad declinó, ¡os precios aumentaron,
los salarios reales disminuyeron (tea',

(*) Vid. la misma temática eu Monthly
Labor Kcview, junio 1972, pags. '29-33.. y
«ñero 19?4; págs. 47-6-2.

aamings felí) y el desempleo subió. En
enero de 1975, la tasa de desempleo,
la más alta habida en todo el período
postbélico, ascendió al 8,2 por 100, con
un total de 7,5 millones de personas
desempleadas. Además, en marzo de
1975 la duración media del desempleo
era de once semanas, dos más que en
marzo de 1974. A esta dereriorada si-
tuación, habría c¡ue añadir el aumento
de número de personas trabajando
part - time por razones económicas s
3,8 millones en febrero de 1975 tren-
te a los 2,5 del año 1973. La principal
medida adoptada ha sido la aprobación
de la Emvrgency Jobs and Unemploy-
ment Assistance Act que destina cus-
tre billones d?. dólares a incrementar
los trabajos en el sector público y ex-
tender los beneficios rleí desempleo
(veintiséis semanas al año).

b) Canadá.- -En si tercer trimestre

(5) Otros artículos aparecidos cu estos
dos números de la RdA: Dr. AlANFKEn
I.IKB (Catedrático) : Die Schv.tzbeáurftig-
keit arbcilnehmer&hnllcher Personen (La
necesidad de- protección úc los cuasitra-
bajudores), págs. '25Í-Ü09 ; Dr. liENNO XáT-
zEi, (Abogado) : Znr Mltbestim-mwitg bei
der menschengcrcchten Gcstaltung der Ar-
beit (Sobre la co-gestión en la humaniza-
ción de! trabajo), pígs. 280-2M ; Dr. Ilünia
VTXKV. y Dr. ÍM1CIIAE1, KlTTNER : SolidaritUt
¡m Arbcitsrecht (Solidaridíid c-n Derecho
del trabajo), págñ. 2$í-2ÍK> ; Dr. Kuiil
BK.UJN (Abogado) : llohepunkte arbelt-
srechtlicher Entwicklungen in den USA
¡IIÍ /ii/irc 1973 (Puntos fundamentales del
desarrollo jurídico laboral en USA duran-
te l'.)'i'¿), pigs. 295-íiOl ; Dr. IIII,DEGARE
WASCHKE : Kollektlvc ÁrbeitsbeziehitngCH
in llclglen (Relaciones laborales colectivas
eu Bélgica), págs Ü58-S62.
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de 1974 los efectos de la inflación y ae
la recesión existente en Estados Uní'
dos y países ác Europa occidental se
transmitieron a Canadá, cuya tasa de
desempleo conoció de nuevo los mis-
mos niveles que había tenido durante
el período de crisis energética. En
1975 la situación ha empeorado, y así,
mientras en diciembre de 1974 la tasa
de desempleo era del 6 por 100 con un
total de 587.oco desempleados, en mar-
7.0 de 1975 las cifras fueron, respec-
tivamente, de 7,3 por 100 y 719.000.

c) Australia.—En 1972 su tasa ele
desempleo era del 1,9 por 100. En
1974 se cifraba en 2,7. por 100.

d) Japón.- Desde 1960, la tasa de
desempleo en este país ha sido ia más
baja de todos los países industrializa'
dos: inferior al 2 por 100. Sin em-
bargo, e! embargo del petróleo pr>r los
países árabes en 1973 alteró la situa-
ción. Con todo, las cifras son real-
mente bajas: 1,4 por 100 en 1974. El
año 1975 puede traer un empeora'
miento, de lo que es significativo e!
hecho de que 3.Seo compañías hayan
anunciado reducciones de plantillas o
suspensiones temporales de trabajo que
afectarían a 225.000 trabajadores.

d) Francia. — • El desempleo creció
moderadamente durante 1973 y los tres
primeros trimestres de 1974. Durante
e¡ último trimestre de 1974, la tasa de
paro aumentó como consecuencia de
las medidas de tipo antiinflacionario
adoptadas por el Gobierno. En marzo
de 1975, la tasa se encontraba en el
4,9 por 100. Las medidas gubernamen-
tales más importantes han sido: con-
trol de ¡a emigración y aumento de la
cuantía y duración de las prestaciones
por desempleo (90 por 100 del salarie
real durante un año).

e) Alemania Federal.—Tin 1973 zl
Gobierno alemán adoptó medidas fis-
cales y monetarias al objeto de com-
batir la inflación. El resultado fue un

incremento del desempleo que alcanzó,
en términos porcentuales, el 1 por 100,
cifr,-. desconocida desde hacía ¡argo
tiempo. A partir de este momento
el desempleo siguió aumentando, has-
ta colocarse en un 3,2 por ico en m?s-
zo de 1975. Por otra parte, también
se incrementó el total de trabajadores
a tiempo parcial (de 300.000 en 1973
a 975.000 en febrero de 1975). El con-
trol cíe la emigración y el fomento de
¡as inversiones públicas han sido me-
didas para mejorar e! mercado de tra-
bajo. Con tocio, ¡os más perjudicados
son ios trabajadores extranjeros, cu-
ya tasa de desempico alcanza el 16
por ico.

f) Gran Bretaña.—La crisis ener-
gética afectó muy directamente a la
economía inglesa, cuyas tasas de in-
flación y desempleo se incrementa-
ron. No obstante, en 1975 se ha
apreciado una cierta reactivación, que
puede observarse en la disminución
de ¡a ratio vacancy'lo-iinemployment
(del 0,8 al 0,5 por 100).

g) Italia.- --Kn 1973 la tasa cíe des-
empleo en Italia era del 3,8 por 100,
que descendió al 3 por 100 en el pri-
mer trimestre de 1974, para de nueve
incrementarse hasta el 3,4 por 100 a
finales del mismo año. A juicio de los
autores, tal vez la razón haya de en-
contrarse en la vuelta de los trabaja-
dores que habían emigrado.

h) Suecia.- Desde 1973 la tasa de
desempleo en Suecia ha estado dismi-
nuyendo hasta alcanzar la oíra, para
el primer trimestre de 1975, del 1,6
por 100.

Otros artículos del presente número
son: «Productivity and cost in the prí-
vate economy, 1974», de Jerome A Mark
(páginas 3-8) e «Introducing price inde-
xes for railroad freight», de Carolyn
S. Fchd.

3C6
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Vol. 98, mím. 7, julio 1975.

DANIEL E. JACO y GEORGE L. WILBER:

Asían Americans in ílse labor market.
Páginas 33-38.

Las minorfes raciales en. Estados Uni-
dos han tenido tradicionaimsnte escasa
participación en el mercado de trabajo,
así como tasas de desempleo más eleva-
das que las de la mayoría blanca. Sin
embargo, contrariamente a lo que suceda
con minorías más numerosas y tal vez
más «visibles» • -negros y personas de
origen español — , los americanos ele ori-
gen asiático parecen tener más éxito en
relación con el empleo. E! presente «n-
sayG examina ía situación de éste grupo
racial (1,5 millones), con datos áe igjo.

Los datos básicos a retener serían:

a) Características generales. — LOE
americanos ás origen asiático (en ade-
lante A A) se concentran en áreas ur-
banas del Geste de Estados Unidos
y su nivel educativo es alto. La es-
tructura de ía población difiere según
el subgrupo de que se trate: japone-
ses, chinos o filipinos. Los primeros
se concentran básicamente en Cali-
fornia, tienen mayor número áe mu-
jeres que hombres y sus componentes
son relativamente viejos; los chinos
tienen el más alto porcentaje de resi-
dencia en ciudades (97 por 100) y de
graduados superiores; ios filipinos se
residencian, en importante número, en
zonas rurales (13 por 100).

b) Edad.- -Debido a que la edad
puede influir decisivamente en la par-
ticipación de! mercado de trabajo y

del desempleo, las diferencias en la
composición de la edad afectan a los
diversos índices. Por lo que concierna
5 la estructura de edades por subgru-
pos, el más joven sería el filipino
(26,2 por 100) y e! de mayor edad al
japonés {33,3 por 100).

c) Distribución de empleo. —Hl sub-
grupc que tiene una distribución de
empleo más parecida a ia mayoría
blanca es el japonés. Los chinos tie-
nen mayor proporción de •white-coUar
worhers, residenciados básicamente en
trabajos cíe dirección, administrativo
y de venta.

d) Variaciones regionales.— Los Es-
tados en ios que hay mayor numere
de AA son California y Hawai, si-
guiendo Illinois y Nueva York. Aten-
diendo a las regiones, el mayor índice
de desempleo se da entre los japone-
ses de Washington (?.,8 per 100), en-
tre los chinos en California (4,0 por
100) y entre los filipinos en Washing-
ton igualmente (13.2 por loo). Los ín-
dices más bajos, respectivamente, en
Hawai (1,4 por 100), Sur (1,8 por 100)
c Illinois (2,8 por 100).

Otros artículos de este número son;
«Employment Cost Index: measure of
changen in price of labor», de Víctor J.
Shcifer (págs. 3-12); «Investement in hu-
man capital and black-v/hite unemploy-
ment», de Curtís L. Gilroy (págs. 13-21),
y «Productivity and unit labor cost in
the U. S. and abroad», de A. Capde-
vieile y A. N'eef (págs. 28-3?.).—FERNAN-
DO VALÚES DAL-RIÍ.

SOS1
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F R A N C I A

DROiT SOCIAL

Núm. g-io, septiembre-octubre 1973.

Constituye el número que comentarnos
una edición especial dedicada ¡1 un tema
monográfico: «La formación profesional
permanente».

Jean-Michel Belcrgey, a!fo funcionario
de la Secretaría General deí Comité ¡n-
íerministariaí de Formación Profesional y
Promoción Social, .realiza la introducción,
en la que perfila el campo de estudio en
el que se mueven los diversos colaborado'
res de este número en sus respectivas
aportaciones.

Sistemáticamente ía edición aparece di'
vidida en cinco partes, cada una de eiias
dedicada a un aspecto específico de! te-
ma general objeto de estudio, y que son
las siguientes:

1.* El derecho a la formación pro-
lesiona!.

2."- La formación profesional y la
Empresa.

3." La formación profesional y las
relaciones sociales.

4.a La formación profesional y k
Escuela.

5.a Algunos sectores especiales.

El derecho a la formación profesional:

Jean-Jacques Dupeyroux aborda el es-
tudie de la que llama «Licencia para for-
mación» (la expresión francesa originaí
ctmgé de formtttion es, sin duda, más
expresiva), licencia que no es otra cosa
que. el derecho individualmente recono-
cido a cada trabajador por ¡a ley de 16 de
julio de 1971 de ausentarse del trabajo

durante un determinado período de tiem-
po para adquirir una formación especí-
fica, ya sea tendente ai perfeccionamiento
ne su actividad profesional (recycíagc), o
destinada al aprendizaje de un nuevo ofi-
cio.

Jean - Marie Luttringer escribe sobre
•Garantía del empleo y derecho a la
formación: los cursos preventivos». E!
autor clasifica los supuestos de formación
profesional previstos por ía ley de 16 ÍÍK
julio de 1971; en supuestos que afec-
tan a trabajadores titulares da un em-
pleo; supuestos que afectan a traba-
jadores en desempleo, y supuestos que
afectan a trabajadores sobre quienes pe-
sa una amenaza de despido colectivo, o
a quienes dicho despido les ha sido y£
comunicado. Fija su atención sobre este
ultime supuesto, analizando las medidas
que se desprenden de la íey de r6 ds
julio de 1971 y disposiciones concordan--
tes que tienden a garantizar «un cambio
de actividad, ya sea en la misma 'Smpresa
o en otra distinta», a los trabajadores ame-
nazados de cese en sus empleos (por mo-
tivos de crisis o reconversiones industria-
les).

Bernard Pasquier desarrolla como tema
de estudio «La información de los traba-
jadores sobre la formación profesional»
en unas reflexiones que constituyen una
síntesis provisional de las realizaciones y
estudios efectuados por ¡os miembros de"
Departamento de. Formación Permanente
del Centro Nacional de Información parr,
el Progreso Económico (CN1PE), del que
es director.

La formación profesional y ¡a Empresa:

Jean-Claude Mouret y Jean-I.ouis Bou-
chet son autores del estudio titulado

310
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«Gestión de personal y formación perma-
nente», en el que encuadran ¡a que íla--
man subfunden cíe formación dentro da!
conjunto de !a genérica función de per-
sonal (concebida ésta como «gestión cíe
recursos humanos» dentro de la Empre-
sa) y se hacen eco de la importancia cre-
ciente que los asuntos de persona! van
adquiriendo en el seno de las Empresas.

Mauricc de Montmollm aborda eí teína
de ias relaciones entre «Formación y or-
ganización en !a Empresa». Establees las
distinciones entre organización geneid-
organiüación deí trabajo y entre formación
profesional-formación <íe perfeccionamien-
to, precisando ai propio tiempo las inter-
ferencias e influencias recíprocas que se
producen entre organización y formación.

Ijt formación profesional
y las relaciones sociales:

Jean Lavergne —«Formación y relacio-
nes profesionales»- se ocupa de analizar
una acusada característica de la íey ds
i6 de julio de 1971, consistente en in-
sertar la matei-ia referida a formación pro-
fesional en el marco de las relaciones co-
lectivas entre empresarios y trabajadores.

Koger Faist. en su estudio «.Los íraba-
jadores y la formación» afirma que en su
estadio actual de desarrollo sí derecho a
la formación reconocido a ios trabajado-
res es aún, con mucho, un derecho for-
mal. Obviamente, dicha situación debe
cambiar, y es precisamente tarea priori-
taria de ias organizaciones sindicales eí
imponer ¡a negociación a nivel de Em-
presa o sector para íograr una mayor efec-
tividad de dicho derecho.

Jean Dubois en su artículo titulado
«¿Motivar a los trabajadores para ¡a for-
mación?» llega a ía conclusión de que a
los trabajadores no puede motivárseles
para la formación más que. puede moti-
várseles para otras cosas. En realidad

afirma— sólo pueden motivarse ellos

mismos, motivación que normalmente
obedece a la perspectiva de ver incre-
mentado su poder sobre lo que les rodea
—máquinas, organización, Empresa o So-
ciedad- -.

Jean-Michel Beíorgey estudia ¡a que é!
llama «institución más original» configu-
rada por la ley de 16 de julio de 1971 y
sus disposiciones de aplicación: «Los fon-
dos para prestaciones de formación», que
define como «organismos habilitados pa-
ra reunir fondos y utilizarlos para cubrir
las necesidades de formación de las Em-
presas asociadas y/o de los trabajadores
de estas Empresas».

Cierra esta parte Paul Karvois con un
estudio titulado «Formación profesional,
formación general. y promoción colectiva s
El papel de ¡as asociaciones voluntarias».

1M formación profesional y la Escuela:

Componen esta parte cuatro artículos,
destinados todos ellos a analizar, desde
perspectivas diversas, las interconexiones
y mutuas relaciones existentes entre edu-
cación en general y formación profesio-
nal. Dichos artículos son debidos a Ja-
mes R. Gass («Formación y evolución deí
sistema educativo»); Jean - Claude Salo-
món («Formación permanente y servicio
público de educación»}; Rene Passeí («La
educación permanente en la Universidad»}
y Guy Metáis («Formación permanente y
diploma ele estudios»).

Algunos sectores específicos:

Tiene por objeto esta última parte ei
estudie de los problemas que plantea la
formación profesional en algunos secto-
res, caracterizados bien por la referencia
a trabajadores extranjeros (Pierre Demon-
dinn: «Formación profesional s inmigra-
ción»), por ciertas peculiaridades de la
actividad profesional que se contempla
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(André Burgos e Yves Chemarin: «For-
mación y estatuto en las profesiones del
sector sanitario y social»), o por ei carác-
ter público de la misma (Guy Raffi; «La
formación profesional permanente en la
función pública»).

Núm. n , noviembre 1973.

Derecho económico y profesional:

En un trabajo titulado «Las Sociedades
de desarrollo regional», Picrre Poplu re-
flexiona sobre este tipo específico de Em-
presas, que constituyen una institución
creada en 1955 que tiene por objeto
• favorecer la revalorización de las regio-
nes afectadas de subempleo y de un des-
arrollo económico insuficiente».

En su artículo e¡ autor se plantea eí
interrogante de si dichas sociedades de
desarrolle regional (S. D. R.) han cum-
plido los objetivos previstos en sus nor-
mas de creación (Decreto de jo de junio
de 1955 y normas de desarrollo); pero an-
tes, dado que —en sus palabras— «la ins-
titución continúa siendo mal conocida»,
nos describe su estatuto jurídico, su objeto
y sus medios de actuación.

Las S. D. R. son las «Sociedades fran-
cesas por acciones que tengan por objeto
exclusivo concurrir, bajo la fórmula da
participación en c! capital, a la financia-
ción de Empresas industriales en las re-
giones afectadas de subempíco o de un
desarrollo económico insuficiente» (artícu-
lo i.° D. citado), siempre que ¡as mismas
cumplan una serie de requisitos, mencio-
nados en la norma, referidos a capital
mínimo desembolsado, porcentaje de par-
ticipación en las Empresas promovidas
y nombramiento de un delegado guberna--
tivo. Las S. I). R. obtienen a cambio de
su participación en ei desarrollo regional
determinados beneficios, principalmente
de orden fiscal.

«La situación económica» es enfocada

por Alfrcd Sauvy desde el prisma inelu-
dible de ¡a inflación, signo dominante ele
la época presente. Analiza quiénes son las
víctimas de este fenómeno económico, que
•1 tienen un carácter común: seres débi-
les, no organizados, no defendidos, e in-
cluso, con frecuencia, no conscientes».
Los más afetcados son obviamente ios
perceptores de rentas fijas; los más favo-
recidos, por el contrario, son los deudo-
re? y, entre ellos, en lugar preferente
el propio Estado.

Paralelamente pasa revista a otros pro-
blemas económicos y sociales: el interés
negativo del capital, la estabilidad del em-
pleo, devastación de la naturaleza, etc.

Trabajo:

Gérard Lyon-Caen estudia, en colabo-
ración con M. C. Bonnette, «La reforma
del despido por la ley de 15 de julio CÍE
1973». Comienzan afirmando que «una
ley referente al despido, de ja que la
prensa ha hablado durante todo un año,
nc puede ser tratada a la ligera». En su
opinión, la importancia de ¡a materia re-
gulada ('a privación del empleo mediante
el despido) no se hace compatible con una
mera exégesis de la ley, que compare s!
nuevo texto con eí derecho precedente.
Dicha exégesis debe ir precedida de ur»
análisis sociológico e incluso filosófico de
la reforma. Á este quehacer se dedica por
los autores la primera parte del estudio,
comprendida bajo el epígrafe general de
«l'üosofía y Sociología de una reforma»s

en ia que se analizan ; I. El procedimien-
to de elaboración de la ley, es decir, la
técnica legislativa. II. El fundamento de
la norma (en su mayor parte «signo üe
supervivencia de una mentalidad ligada
a los primeros tiempos del capitalismo»).
III. Las opciones realizadas por el legis-
lador (que «testimonian el espíritu con-
servador de la reforma», en cuanto la ley
de 13 de julio de 1973 deja subsistente eí

SÁ2
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derecho unilateral y previo de despido
por parte del empresario).

La segunda parte se dedica al «Comen-
tario analítico de la reforma», que se es-
quematiza como sigue:

I. El estudio de! procedimiento pre-
judicial, qi:e abarca dos fases: A) La
fase de discusión, que en el espíritu de
los redactores de la ley supone la instau-
ración de una fase «de reflexión y ds
diálogo», que precede a ¡a toma por el
empresario de cualquier decisión de des-
pido. Esta fase se refleja en ei artícu-
lo 24,1 de la ley <¡ue establece: «Ei em-
presario o su representante que trate de
despedir a un trabajador debe, antes de
tomar tal decisión, convocar al interesado
mediante carta certificada indicándole eí
objeto de la convocatoria. En la entrevis-
ta ei empresario está obligado a comuni-
car (al trabajador) si motivo o los moti-
vos de su decisión y a oír las explicacio-
nes del trabajador->. B) La segunda fase
se refiere a la notificación de! despido,
que según establece el artículo 24, m),
debe realizarse «mediante carta certificada
con acuse de recibo», siendo Ja fecha de
presentación de dicha carta la que «fija
el punto de partida de! plazo de preavi-
so». Esta formalidad estaba ya prevista
en el antiguo artículo 25, pfo. 3.0, del li-
bro í de! Código de Trabajo, habiéndose
interpretado por la jurisprudencia que
su exigencia no es ad ualiditatem sino
ud probatwnem, interpretación que, dada
la identidad de textos legales (antiguo y
reformado) parece lógico pensar que se-
guirá manteniéndose por los Tribunales.

II. Ei análisis del papel de! juc7. en
el control de las causas de despido. Aná-
lisis que se desdobla en: A) El estudio
de !a carga de la prueba (carga que ha
llegado a afirmarse, por los creadores de
la ley que. no recae ni sobre el trabajador
ni sobre el empresario, sino sobre el pro-
pie juez). B) La apreciación por el juez

de la realidad y gravedad de las causas de
despido.

III. Las sancionas legales que se des-
prenden: i." Del incumplimiento dei pro-
cedimiento establecido, que comporta, de
un lado, que el Tribunal obligue al em-
presario a dicho cumplimiento y, de otro»
que le condene a pagar a! trabajador una
indemnización no superior a un mes de
salario. ?.." De la inexistencia de razones
de fondo, es decir, inexistencia de causa
justa de despido, en cuyo caso el Tribu-
nal i'puede proponer la reintegración dei
trabajador en la Kmpres?. con manteni-
miento de sus derechos adquiridos». En
caso de que cualquiera de las partes
rehuse esta reintegración, el Tribunal
otorgará al trabajador una indemnización
'•que no peede ser inferior a los salarios
de los seis últimos meses (y que) es de-
bida sin perjuicio, en su caso, de la in-
demnización prevista en el artículo 24, g)
(indemnización por despido).

Jacques Andibert escribe sobre «La mo-
vilidad de la mano de obras, que en Fran-
cia se encuadra entre «la extrema fluidez
de ios trabajadores americanos» y la «in-
movilidad de la mano de obra japonesa».

Cierran esta sección la transcripción de
v.:i dictamen del Consejo de Estado, de
22 de marzo de 1973, que considera «los
poderes del ministro en materia de ex-
tensión de convenios colectivos que dero-
gan normas de orden público» y los ha-
bituales comentarios sobre juris pruden'
ció, (Jcan Savatier) y la situación social
(Guy Caire).

Seguridad Social:

André Armcngaud nos brinda unas
«Sugerencias para una reforma financiera
equitativa y equilibrada de la Seguridad
Social».

Rsné Bosmeí s Yvss Sakst-jours comáis-
tan i= itttispTudtYiGÍ& ?sñai'>ts sa :r. K:;>
teria. -[ESIÍS M . GALIANA MORENO.

318



RF.VISTA Oí'. REVISTAS

I T A L I A

LA RiVISTA ITALIANA
Di PREVIDENZA 50CÍALE

Añc XXVII, núm. 2, marzo-abril 1974.

ALFONSO LUCIANI: Notazioni sulla indis'
pcmibilith dei diritti previáenziali. Pá-
ginas i5'5-iñ6.

La jurisprudencia admite la transacción
Y la renuncia de los daños por omisión o
irregular pago de las cuotas de Segun-
dar! Social", según e! artículo 2.123 de!
Código civil, en cuanto que ia transacción
tiene en cuenta las consecuencias patri-
moniales de ia falta o irregular pago de
las cuotas empresariales, y no la existen-
cia de la obligación de previsión social,
consecuencia de la relación de trabajo.

3e analiza detalladamente qué dere-
chos son renunciabíes y cuáles no. La obli-
gación clel empresario de pagar las cuotas
de Seguridad Social no puede desapare-
cer por ningún pacto, pues sería nulo pos-
efectos de! artículo 2.115 del Código ci-
vil. Sin embargo, podrían ser admisibles
los actos de disposición sobre las conse-
cuencias patrimoniales de la falta o irre-
gular pago de las cuotas, y se aplicaría el
artículo 2.113 de! Código civil.

La jurisprudencia ha creído que sólo
cuando no exista automaticidad de las
prestaciones, el incumplimiento de! em-
presario determina una lesión del dere-
cho a la prestación, y puede constituirse
una relación directa de obligaciones entre
el empresario y e! trabajador y surgir ia
posibilidad de eventuales transacciones
y renuncias.

Kl autor explica qué entiende por indis-
ponibiüdad jurídica y dice que el articu-
le 2.115 del Código civii es una norma
imperativa e inderogable, pero de elle no

se deduce la inclisponibilidad del derecho
en materia de previsión social; dentro
de esta materia, en especial entre ios de-
rechos del trabajador, podría habkrss de
indisponibilidad legsi, porque la íey tutela
determinados intereses y une a sus titu-
lares los bienes objeto da los derechos.

La relación jurídica de previsión social
tiene naturaleza pública. En tocios los de-
rechos de previsión social hay una coii>
cidencia entre indisponibilidad de ios de»
rechos e inderogabilidad de las normas de
la cual derivan.

Se piensa que el artículo 2.116, 2, ds;¡
Código civil es aplicable para ia protec-
ción de la invalidez, vejez y superviven-
cia, porque, no obstante el principio de
parcial automaticidad de las prestaciones
de previsión social, es posible que ei tra-
bajador no consiga obtener la pensión o
ésta sea inferior a la debida. Ei derecho ai
resarcimiento dei daño es persona! e in-
trasmisible como ¡ú derecho a la pensión.
Lr. norma prevé una responsabilidad lagaí
con caracteres propios que la diferencian
de la contractual y extracontractual — se
acción nc está sujeta a prescripción—, en
cuantc el resarcimiento del daño sustitu-
ye a la pensión de vejez o invalidez que
son imprescriptibles.

Por otra parte, !as leyes especiales es-
tablecen expresamente que ¡os derechos
de previsión social están sujetos a pres-
cripción, a excepción del derecho a pen-
sión que a falta de una específica norma,
se ha pensado que es indisponible a con-
secuencia de su imprescriptibilidad.

La aplicación de la prescripción, figura
que opera también en el ámbito del De-
recho público, no está en contraste con
o.l concepto del derecho de previsión so-
cial ni con su finalidad, en cuanto afecta
no al derecho dei asegurado a la presta-
ción de previsión social, ni al derecho dei
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Instituto a percibir las cuotas empresaria-
les, sino al derecho de cada cuota de pen-
sión no cobrada y no pagada.

F. BLANDA : ¡1 concetto giuridico di «o
cessorietei e complementaneti, e le sua
applicazioni nelle ieggi previden&dk.
Páginas 166-578.

Los términos - accesoriedad y compie-
mentariedad- •- sustancialmente sinónimos
expresan en su acepción común una reía'
non de correlación e interdependencia
como la que existe entre el todo y su
parte.

Los efectos que produce su aplicación
en la legislación de previsión social son
diferentes por el fin que cada norma per-
sigue. Aquí, se examinan estos conceptos
en la normativa del seguro de accidentes
de trabaje y enfermedades profesionales,
analizando separadamente el sector in-
dustrial, el agrícola, la tarifa de los pre-
mios IN'AiL y el encuadramiento de las
categorías de la Empresa en k Caja Úni-
ca de Prestaciones Familiares.

La exigencia de determinar si una ac-
tividad labora! ha de considerarse acceso»
na de la actividad principal de la Em-
presa y la necesidad de adoptar para ello
un único criterio discriminador, nos lleva
al examen de otras fuentes normativas,
en el ámbito del Derecho del trabajo;
asi el autor expone la normativa del tra-
bajo extraordinario, del contrato de tra-
bajo a tiempo determinado, la determina-
ción de la «unidad productiva», que afec-
ta a ¡a constitución de los representantes
sindicales.

En definitiva, no resulta una definición
jurídica del término «accesoriedad» o si-
nónimos : complementaricdad, conexión,
subsidiariedad, que 110 sea la de uso co-
mún y literario. Hay un único criterio de
determinación en los supuestos normati-
vos que se han ejemplificado significativa-
mente aunque de manera incompleta.

La interpretación, extensiva o restrin-
gida, que se quiere dar al concepto, ai
significado que se entiende atribuir en
sentido técnico o económico, objetive c
subjetivo, implica efectos distintos, en re-
lación a! empresario y al trabajador, en
caso de que i¡:iñ Empresa ejerza una JC>
tividad plural.

Los criterios comúnmente adoptados pa-
ra diferenciar lo principal y ¡o accesorio
son ¡os de la normalidad y la preferencia.
Según el primero, as actividad accesoria
la que es afín a la actividad principal, de
la cual es la natural continuación y el ne-
cesario complemento. El segundo, crite-
rio empírico, utiliza una valoración de íipo
cuantitativo en ia determinación y la ais-
tinción de una actividad empresarial
plural.

Por sucesivas exclusiones se pueds lle-
gar a determinar ñ! carácter accesorio de
una actividad productiva, que se caracte-
riza por su interdependencia estructuráis
funciona! y administrativa. Por eso, la
falta de autonomía e interdependencia de
¡a actividad principal son ¡os elementos
informadores de un único criterio para
determinar si una actividad laboral tiene
carácter accesorio o complementario. Es
decir, debe existir un elemento negativo
(íalta de autonomía) y otro positivo (in-
terdependencia).

F. P. Rossi: í¡ dirigente ¿'atienda nelía
tutela previáer.z'ale del lavoro subor-
dinato. Págs. 178-187.

El derecho de previsión social de los
•'dirigentes de Empresa» más que una
c'arificación conceptual de este trabajador
parece ofrecer elementos de comprobación
sobre la validez de la afirmación según la
cual ues dirigente el trabajador subordi-
nado que desarrolla, también de hecho,
una función de coordinación principal y
responsable en la organización del tra-
bajo».

Por tanto, todo trabajo subordinado ss-
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tá hoy comprendido, sin ninguna dis-
criminación, en el sistema jurídico de pre'
visión social, lo que significa la superación
de históricas valoraciones socio-políticas
que habían excluido del campo asegura-
tivo a algunos trabajadores.

Con el mismo criterio piensa el autor
qus se puede clarificar ia confusión en-
tre lo que es peculiar del papel y función
de los dirigentes en el campo de la pro-
ducción y del trabajo y aquello que es
consecuencia de exigencias sociales que
van más allá de una estricta política de
categorías profesionales.

El criterio de distinción entre el diri-
gente subordinado y el que no lo es, ?.stá
en que la tutela de previsión social es
necesaria para el primero.

La representación del dirigente de Em-
presa en los órganos de los Entes de pre-
visión social no puede realizarse de acuer-
do con los principios del -Derecho pri-
vado, ni con la incierta fórmula de ¡a re-
presentación de intereses que expresa más
aspectos interindividuaies que la verda-
dera esencia de la participación designada
por la actividad de los colegios profesio-
nales.

Si se quiere comprender el verdadero
significado de la participación a través
de las organizaciones profesionales en la
vida administrativa y en la actividad ges-
tora de los sujetos públicos, hay que ir
a ¡a realidad constitucional.

La presencia de los dirigentes de Em-
presa en los órganos de los Entes de pre-
visión social traduce la efectividad jurí-
dico-constitucional de la participación de
los trabajadores en la organización polí-
nica, económica y social del trabajo, y
ai mismo tiempo constituye la expresión
legal del reconocimiento de la existencia,
en la realidad de una distinción en la ca-
tegoría genera! de ios trabajadores subor-
dinados. Se trata de una distinción de
tipo funcional. El dirigente de Empresa
e.s un trabajador subordinado pero con la
peculiaridad de que la importancia cuali-

tativa de su tuerza productiva que eon'tfi-
buye al desarrollo democrático de la so-
ciedad, lo coloca por encima y fuera de
cada grupo de tipo sectorial o de corpo-
ración profesional, mientras que, por otra
parte, les da derecho a participar en el
sector de la previsión social más que co-
me portador de intereses colectivos como
efectivo animador de la eficiencia y de la
funcionalidad de los Cuerpos productivos
del país.

Proyecta su representación de la catego-
ría en la organización democrática de al-
gunos servicios públicos esenciales; esta
constitución no puede dudarse donde se
considere la relación intercurrente entre
Sindicato designante y sujeto cíesignacSo
como una relación de «identificación or-
gánica externa», una relación a través de
¡a cual el Sindicato introduce en el ór-
ganc colegiado el interés colectivo de ¡a
categoría profesional que representa. Se
habla así sólo por claridad conceptual y
nc por que se quiera adoptar una postura
eclíptica, queriendo con tai proposición
expresar más enérgicamente la unidad ¿e
función de dos distintas posiciones, que
se unifican en z\ intento de proteger el
interés colectivo representativo.—MARÍA
DOLORES ALONSO VAI.F.A.

RIVISTA DI DÍR/TTO DEL LAVORO

Año XXVI, núm. 4, octubre-diciembre
1974.

NlCOLA SANDULLI: LO sciopero economú

co e lo sciopero político nellu giurispni'
denza costitucionele (Parte seconda). Pá '

ginas MV--461.

La Corte constitucional dictó en 1974
dos sentencias sobre la huelga política,
importantes en el actual contexto históri-
co italiano. Se ha dicho que estas dos sen-
tencias - núm. 1 y núm. ayo- , espe-
cialmente la segunda, han trazado un ca-
mine decisivo, de ahí la razón de su cs-
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tudio. Este $2 hece tomando en conside-
ración Iz jurisprudencia constitucional en
materia de huelga.

En la sentencia número i !a Corte ha
declarado sin fundamento dos querellas
que fueron interpuestas en providencias
separadas. El objeto de ía primera está
representado por ios artículos 15 y 28
deí Estatuto; el de la segunda sólo por
el artículo 28. La razón de esta faita de
fundamento es que el Estatuto de los tra-
bajadores tutela la huelga sólo cuando
ésta se puede considerar legítima.

La sentencia número 290 fue dictada
con motivo de una huelga de protesta.
Según el pretor «entre los fines de la tu-
tela económicO'Sociai propios del derecho
de huelga no podrían dejar de estav in-
cluidos ¡os de contenido político, pues ca-
da expresión política responde a una de-
terminada dirección político-normativa que
puede traducirse en una condición de pro-
greso o de regresión ele ía clase trabaja-
dora». De ahí la compatibilidad de la
huelga política con el artículo 40 de ía
Constitución, que consagra eí derecho ds
huelga y la ilegitimidad del artículo 503
del Código penal, el cual castiga la huelga
política. La Corte ha declarado la «ilegi-
timidad constitucional del artículo 503 del
Código penal en ¡a parte en que castiga
la huelga política, que no esté dirigida
a subvertir el ordenamiento constitucional,
p a impedir u obstaculizar el ubre ejerci-
cio de ios poderes legítimos en los cuales
se expresa la soberanía popular».

El autor cree que puede servir para
esclarecer el tema, un examen de la ju-
risprudencia de la Corte en materia de
huelga, y así va analizando una serie de
sentencias anteriores a 1974.

Kn la sentencia número 123, de 1962,
por primera vez fueron diferenciadas otras
figuras de huelga económica de la contrac-
tual ; dirección que lia vuelto a continuar
la sentencia número 1 de 1974. Es impor-
tante porque no só!o afirmó la licitud de
la huelga contractual, la de los trabaja-

dores públicos, sino también la licitud de
al huelga de solidaridad.

La sentencia número 141 de 1967, que
se ocupó de la compatibilidad constitucio'
nal de la configuración como delito del
cierre por «protesta.», consolidó la orien-
tación marcada en la sentencia anterior.

En la sentencia número 31, de 19Ó9, ía
Corte permite que la huelga sea «instru-
mento para la consecución de los bienes
económicos-sociales que el sistema cons-
titucional une a las exigencias de tutela
y desarrolle de su personalidad», con ella
añrma el intento del artículo 40 ds rati-
ficar la interpretación dada an la senten-
cia número 123, sobre el ámbito de los
límites deí derecho de huelga.

Una vez terminado ests análisis entra
en el de averiguar ias novedades de las
dos sentencias de 1974.

La sentencia número 1, de S97/J. La¡<
reivindicaciones de los trabajadores a tra-
vés de la huelga deben estar contenidas
en el ámbito de la materia comprendida
en el título III de la parte primera de la
Constitución. Esta sentencia - era un?,
huelga «para la reforma» — es ía primera
declaración de Sa Corte referente no a la
huelga como delito sino a ¡a huelga en el
ámbito de la relación de derecho priva-
de entre trabajador y empresario. Reafir-
ma la legitimidad de las huelgas extracon-
tractuales para tutelar «los intereses dé-
los trabajadores» que tienen protección
en el título III. Sin embargo, no se pro-
tege aquella huelga de los trabajadores
que sin estar unidos a dichos intereses se
efectúe con objeto de incidir en la direc-"
ción política del país.

Fot tanto, existe una huelga por rei-
vindicaciones contractuales, que es legíti-
ma, una huelga política no ligada a los
intereses de los trabajadores, que. es ile-
gítima ; y una huelga extracontractua! e:i
defensa de dichos intereses, ésta, que se-
gún las circunstancias puede también ser
política, está reconocida implícitamente
come legítima en la sentencia citada.

si1/
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En cuanto a la sentencia número 290,
de 1974. también estudia !os problemas
que deja sin resolver. Según el pretor de
Monfalcone en el actual contexto histórico
serían ilegítimas no sólo las huelgas para
defender los intereses de los trabajadores,
según ¡os artículos 35, 38, 45 y 46 de la
Constitución, sino también para defender
los intereses del artículo 3.0 Por aso no
podrían dejar de ser tutelados por la huel-
;;n Jos políticos. De ahí derivaría ¡a ilegi-
timidad constitucional de! artículo 503 del
Código penal sn la parte relativa a la
huelga política. Son discutibles las razo-
nes que llevan a la exclusión de !a puní'
bilidad de la huelga política cuyo ejercicio
la Corte continúa pensando que no cons-
tituye un «derecho» del empresario.

Después de esta sentencia permanece
la distinción entre huelga política, econó-
mica y contractual.

Las consecuencias prácticas de esta sen-
tencia son mucho menores que lo que po-
día parecer en un primer inomenío; pues
el trabajador que toma parte en una huel-
ga corre el riesgo de perder su puesto de
trabajo, además en un período como zs
el nuestro cíe fuerte desocupación. Es
necesario reconocer como punto innega-
ble a su favor, la abolición de la pena ds
detención, sanción anacrónica prevista pa-
ra los que promovían y participaban en
una huelga política.

Esta sentencia, en su parte fina!, ai
ocuparse de las excepciones a la licitud
de la huelga, después de haber legiti-
mado la huelga política, parece que ha

"tenido escrúpulos, expresados en térmi-
nos muy confusos.

MAKIO D'ONOFRIO: Questioni di íegittí--
mita costituzionale sollcvate nel KJ74
su norme del ¡moro (Parte seconda).
Páginas 461-588.

El autor hace un extracto de las pro»
videncias que los jueces ordinarios y es-
peciales han enviado a la Corte constitu-

cional de querellas cno manifiestamente
infundadas», bajo el perfil constitucional,
relativas a las materias de trabajo y Se-
guridad Social. Intenta hacer un cuadro
completo de las observadas en 1974, mos-
trándolas literalmente aunque con aigu-
nas observaciones propias; en algunas
materias hay una remisión constante al
artículo 3." de la Constitución, que con-
tinúa siendo cíave para resolver las du-
das de constitucionalidad sobra las nor-
mas de la legislación ordinaria.

Sistematiza el trabajo en varias par-
tes : derecho sindical, trabajo subordina-
do, traabjo autónomo, empleo público,
previsión y asistencia social, derecho pro-
cesal de! trabajo y derecho penal del tra-
bajo.—MARÍA DOLORES ALONSO VALEA.

ECONOMÍA & LAVORO

(Rivista bimestrale di política sociaíe
e rclazionl ¡ndustriaü)

Año VIII (nueva serie), septiembre-octu-
bre 1974, núm. 5.

EDOARDO GHERÁ: Pubblko impiego e r¿-
Uzioni sindacali (!) (Empleo público y
relaciones sindicales). Págs. 515-535.

El artículo, cuya primera parte se reco-
ge en el presente número, tiene por obje-
Ic el análisis de las relaciones laborales
en el sector de la Administración pública
en Italia. Se parte de una breve referen-
cia al cuadro legal y tipología institucio-
nal de las personas y entes investidos de
funciones públicas. Inicialmente, el autor
procede a distinguir entre Estado y entes
públicos, según se trate, respectivamente,
de órganos centrales y periféricos de la
Administración pública y del poder polí-
tico central (Ministerios, Prefecturas, Cñ-
ciñas regionales y provinciales) o de ór-
ganos de la Administración pública in-
directa y de poderes -ocales (entes públi-
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cus territoriales —Regiones, Provincias y
Municipios— y eníss púbíicos funcionales
c no territoriales, paraestatales y locales),
característica común a iodos eüos es a!
ejercicio de una actividad administrativa
de gestión de intereses públicos, con in-
dependencia de que varíe la naturaleza d&
los poderes de que están investidos c el
tipo cíe autoridad. Mientras que el Esta-
do y los entes públicos territoriales tienen
una naturaleza eminentemente política y
son la expresión de la comunidad de los
ciudadanos, su los entes públicos funcio-
nales prevalece un criterio técnico de ad'
ministración: se trata de órganos espe-
cializados con una actividad administrati-
va caracterizada abJEtivamsnte por la exis-
tencia ele una específica relación de ins-
trumentalidad. La tipología de iaíes in-
tereses conduce a una variada categoría
de antes públicos funcionales: entes auxi-
liares de ¡a administración estatal, entes
culturales, de espectáculos, de Seguridad
Social., de protección del ambiente, de
intervención en los sectores productivo,1;
y entes sanitarios.

Las relaciones de trabajo en que la po-
sición jurídica del empleador es asumid".
por una Administración pública (relacio-
nes de emplee público) se caracterizan,
frente a las relaciones laborales privadas,
por ser reguladas en todas sus fases y as-
pectos por la ley y constituirse, desarro-
llarse y extinguirse por medio de actos
administrativos, mientras que la relación-
de trabajo privado encuentra su propia
fuente y disciplina en el contrato, aun
cuando su contenido venga integrado por
la ley o el convenio colectivo. La juris-
prudencia italiana ha individualizado la
noción de «relación de empleo público»
con arreglo a las siguientes características
fundamentales: i), naturaleza de ente pú-
blico de uno de los sujetos; 2), acto for-
ma! de nombramiento del empleado;
3), prestación de una actividad propia
del ámbito de los fines institucionales del
ente; 4), carácter continuado de ¡a mis-

ma; 5), subordinación jerárquica, y 6), re-
tribución predeterminada. Elementos in-
dicativos que, por lo demás, se identifican
con los requisitos típicos del contrato de
trabajo común: subordinación, retribu-
ción, continuidad y colaboración.

Una vez precisado el concepto y la dis-
ciplina del público empleo, al autor pasa
a analizar la estructura y contenido de
dicha relación, abordando los temas sin-
gulares de clasificación de los trabajado-
res, tipología del contrato y organización
y tratamiento del personal de la Adminis-
tración pública.

EIIII.Y CLARK BROWÍW : / fondamenti delta
legislazione del lavoro in Vnione So'
vietica {Fundamentos de la legislación
del trabajo en la Unión Soviética). Pá-
ginas 537-56.-). (Publicado originaria-
mente en la industrial and 'Labor Reía--
iions Review, val. 26, january 1973).

La Unión Soviética conoce durante los
años 1970 y 1971 dos leyes fundamenta-
les en materia de trabajo. Los .«Principios
de legislación del trabajo en la URSS y
en las Repúblicas de la Unión», acordados
por el Soviet Supremo el 15 de julio de
1970, sustituyen al Código del Trabajo de
la República Socialista Soviética Rusa de
1922 y a sus numerosas revisiones y adi-
ciones legislativas y administrativas. En
1071, por Decreto de! Presidium del So-
viet Supremo de 27 de septiembre, con-
vertide seguidamente en ley por el Soviet
Supremo el 26 de noviembre de 1971, se
regulan ios derechos de ios Comités sin-
dicales locales, de fábrica y de empresa,
derogando !a ley de 1958 sobre idéntica
materia. Estas dos nuevas normas legis-
lativas constituyen un intento de conse-
guir un cuerpo unificado de legislación
fundamenta!, a diferencia de la normati-
va fragmentaria característica de los paí-
ses occidentales, y de expresar la con-
cepción de la sociedad que sustenta eí
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partido comunista. Establecen los criterios
de base para ¡as relaciones de trabajo
en todos los Estados, punto de partida
de una legislación más detallada en las
distintas Repúblicas.

El autor se ocupa de la intensa etapa
de elaboración de. dicha normativa, cu-
yos trabajos arrancan de 1954 y que con-
cluye con su aprobación en las fechas an-
tes indicadas. Examina, acto seguido, ba-
jo la rúbrica ele! papel de los trabajado-
res en la Empresa, '.os principios básicos
de la ley de rayo, de ¡a que la noción
motriz es la existencia de una comunidad
de intereses: que la producción es un
hecho participativo que requiere la coope-
ración creativa de las fuerzas de trabajo
a todos los niveles. La ley atribuye par-
ticular relieve a los deberes de la di-
rección empresarial y de los trabajadores
para la persecución ele los objetivos co-
munes.

Tras la presentación de la amplia gama
de temas abordados por la ley, a través
de sus sucesivos títulos, se pasa revista
a algunos de los más novedosos. La re-
lación de materias de la norma as la si-
guiente :

I. Disposiciones generales.
II. El contrato colectivo.

II!. El contrato de trabajo.
IV. Tiempo de trabajo y tiempo li-

bre.
V. Salarios, garantías y compensa-

ciones.
VI. Normas disciplinarias.

VII. Tutela del trabajo.
VIH. Trabajo cié mujeres.

IX. Trabajo de jóvenes.
X. Facilidades para los obreros y

empleados que hagan compa-
tible el trabajo y el estudio.

XI. Controversias de trabajo.
XII. Sindicatos y participación de

los trabajadores en la gestión
de la producción.

XIII. Seguridad Social estatal.

XIV. Vigilancia y control para la ob-
servancia de la legislación del
trabajo.

XV. Disposiciones finales.

Concluye la exposición el autor con su
parecer sobre las condiciones ele aplica-
ción de ¡a legislación comentada y ha-
ciendo depender la consecución de los
objetives de mejora perseguidos, entre
otros factores, de !a superación de las
actuales dificultades económicas por ¡as
que atraviesa el país.

ANTONIO TRIÓLA : l.a construíame eu-

ropea, Id política socioXe e la funcione
dell'ltalia: nflessioiü e prospettive (I)
(I.ÍI construcción europea, la política so-
cial y la función de Italia: Reflexiones
y perspectivas). Págs. 565-585.

El ensayo plantea el tema de la cons-
trucción de Europa desde un punto de
vista comunitario y de la singular posi-
ción que en la misma ocupa Italia. La
constatación del papel margina! de este
país, en relación con los otros miembros
de la CEE, se atribuye, fundamentalmen-
te, a la política miope mantenida hasta
el presente por la clase política ¡tallan;:
y a la no realización de las reformas es-
tructurales que hubiesen permitido una
superación de los desequilibrios tradicio-
nn'es del país.

En esta primera parte del articule, en
la medida en que el examen de las in-
terrelaciones existentes entre políticas na-
cional y comunitaria exige una breve
consideración preliminar de la estructura
orgánica y política de la Comunidad, el
autor pasa revista a las instituciones co-
munitarias europeas: los órganos de for-
mación y ejecución política (la Asamblea,
la Comisión, el Consejo de Ministros, la
Corte de Justicia), los órganos consultivos
(Comité económico y social, Comité per-
manente de empleo), ¡os netos emanados
de los órganos comunitarios, etc.; así

320
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come a la normativa social co
(principios generales en malaria social,
principios específicos y disposiciones cu»
versas).

Se: incluye, asimismo, en el presante
número una nota de Maurizio Autonioli,
«Note a margine deí eonvegrio di Picsa-
bisic su! sindacalisino rivoluziosiario», sa
que se destaca y comenta la imporíanci?,
cíe tal reunión para el enfoque global de
semejante fenómeno sindical.

La revista contiene las habituales sec-
ciones de relacionas contractuales en fc-
iia y sn la Comunidad europea. Respecto
He la primeraj eí presente número ss ocu-
pa del examen de ia contratación colectiva
nacional durante íes meses de julio y sao*
tiímbre da (974, examinando aigunos
de sus aspectos más relevantes. En ?eía-
ción con la Comunidad europea se srese-
fían temas referentes a organizaciones in-
ternaciones (el XXÜI Congreso de k
FISM), Inglaterra (el Congreso de! TUC)
y Alemania Federa! (eí Congreso de la
IG-Meta! y diversos problemas políticos
exteriores).—MANUEL-CARLOS
LÓPEZ.

RIVLSTA G1UR1DICA DEL LAVORO
E DELLA PREVIDENZA SOCIALE

Enero-febrero 1975.

A. BERNAKDINI t Considefgfoni dammati*

che sull'art. 55,3 Co, Cosí.

Eí artículo ÍJ-Í de la Constitución ita-
liana afirma expresamente: «La Repúbli-
ca promueve y favorece los acuerdos y
ias organizaciones internacionales dirigí»
das a afirmar y regular !os derechos de!

trabajo.» Comienza iSernaídini su exposi-
ción poniendo de manifiesto ú olvido ds
I2, doctrina sobre la interpretación de ests
precepto, sobre todo sn comparación, coa
otras normas de rango constitucional.

Parte el autor en á análisis de! precep-
to de la aseveración que una exacta com-
prensión ¿'el precepto analizado ne pueda
tener lugar si no se pone en conexión cor:
otras normas constitucionales de acusado
matiz iüternfxionaüsta. La primera obser-
vación que Bernardini deduce de este
análisis sistemático es que en la mayos-
parte de las normas constitucionales de
carácter internacional aparecen dos aspec-
tos en la práctica indivisibles o inevita-
blemente interdependientes 1 el aspecto
externo; ía actividad exterior o interna-
cional del Estado y el aspecto internos
la correspondiente actividad normativa
inferna.

Tras ia afirmación precedente considera
el autor que en el plano externo se pre-
tende afirmar que determinadas relacio-
nes, dentro de ciertos límites y dados
ciertos presupuestos, deben ser reguladas
mediante normas internacionales (artícu-
lo 7." Cost.), o que es oportuno que sean
reguladas por normas internacionales, o
que es pensable que ciertas normas y or-
ganismos internacionales vengan puestos
en práctica. La conclusión as que estas
normas constituyen indicaciones de ca-
rácter político, casi un programa para los
órganos italianos para que éstos actúen en
el sentido o en la dirección querida, aus-
piciada o prevista por las normas inter-
nacionales, cuando tienen lugar determi-
nados presupuestos por estar indicados.
En otras palabras, aquellas normas ope-
ran en el sentido de una promoción gené-
rica deí nacimiento de organismos inter-
nacionales en las materias o sectores con-
siderados en cada caso concreto. Se trata,
por tanto, de garantizar la efectiva ac-
tuación de este tipo de normas internacio-
nales, así como de la subsistencia en si
ordenamiento italiano de una situación
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de no contrariedad frente a este último
. tipo de norma?.

De acuerdo con las consideraciones pre-
cedentes, afirma Bernardini que no para-
ce que en e! plano externo de tales ñor-
mas puedan derivarse efectos jurídicos pro-
pios, si bien no puede negárseles e! efecto
de incidir sobre los procedimientos cons-
titucionalmente previstos para la conclu-
sión de acuerdos internacionales.

El efecto propiamente jurídico de las
normas internacionales surge, en opinión
del autor, exclusivamente an el momento
en que para e! listado italiano haya, sur-
gido regularmente bajo el aspecto consti-
tucional, la norma internacional a cuya
promoción y garantía van dirigidas ¡as
normas internacionales que aquí se con-
sideran y se trata de un efecto sobre el
plano de! derecho interno.

i-'ues bien, las normas a las que se í'e-
fiere el artículo 55.3 de la Constitución
italiana son normas programáticas que
implican el desarrollo de una ulterior ac-
tividad normativa, que no reviste carác-
ter obligatorio. Es necesario, por consi-
guiente, distinguir entre la actuación in-
ternacional del programa, fijado poc di-
chas normas, y la actuación o idealización
práctica del mismo a través de la exis-
tencia de normas conformes o de adapta-
ción. Ahora bien, las normas constitu-
cionales analizadas (art. 35.3 Cost.), no
producen efectos jurídicos directos ni si-
quiera en lo que se refiere a la adapta-
ción de las normas internacionales, no
configurándose, ni la obligación de actuar
la adaptación, ni la adquisición de un va-
lor jerárquico distinto del normal por
parte de las normas de adaptación, ni mu-
cho menos de la existencia de formas de
integración automática en el ordenamien-
to interno, si bien produce el efecto in-
directo que, en opinión de Bernardini, se.
concreta en la puesta en práctica da un
limite constitucional de respeto a las
normas internacionales resultantes de
acuerdos o de otras fuentes internacio-

nales previstas en las normas censtiiucie-
r.ales, respecto de las normas internas de
rango normativo inferior al constitucio-
nal.

La conclusión parece clara. La ilegitimi-
dad constitucional d-e las normas internas
que contrastan con las internacionales, aun
siendo una ¡legitimidad indirecta o me-
diata, en cuanto no referida a conteni-
dos expresados directamente por normas
constitucionales, es la inevitable conse-
cuencia de todas ¡as afirmaciones prece-

.dentes.
Todas estas conclusiones son aplicadas,

finalmente, a! concreto precepto constitu-
cional que hacen referencia a las normas
internacionales dirigidas a la garantía y
promoción de los derechos del trabajo,
si bien cabe poner de relieve que los efec-
tos mencionados sólo tendrán vigencia zv.
la medida que superen los niveles de con-
diciones de trabajo vigentes actualmente
en el ordenamiento italiano.

L. ISENBUKG : La clausule di durata mvnv
. me garanlita nel contrutto individuáis

di lavoro.

Comienza la autora este artículo por la
consideración del problema de ¡a estabi-
lidad en el empleo del trabajador a trs-
vés de un estudio de las normas, relati-
vas al mismo desde el artículo 2.118 de!
Códice Civile hasta la regulación conte-
nida en el Statutp det lavorutori.

El. artículo 2.118 partía del principio
de la igualdad formal de las partes y, en
consecuencia, establecía la libre rescisión
de ¡os contratos de trabajo. Un primer
cambio en esta orientación viene, consti-
tuido por la ley número 604/1966, la cual
sanciona el principio de que no puedan
tener lugar despidos que no tengan mo-
tivo justificado o justa causa. La solución
que el artículo .8." de la disposición ci'
tada. establecía era que de no concurrir el
motivo o la causa justificadas el empre-

3512



REVÍSTA DE REVISTAS

sario estaba obligado bien a
bien a indemnizar. Se trataba, por tanto,
de establecer una Estabilidad obligacional
en el puesto de trabajo.

El logro de una afirmación del principie-
de estabilidad rcaí en el puesto ás trabajo
se produce a través del Sidtuto dei lavo»
mtori en su articulo ;8 que establece h.
obligación del empresario de readmitir
al trabajador si e! despido no está basa-
do en un motivo justificado. Es evidente
que -como señala la autora— no se puede
derivar de ello una ejecución forzada, pe-
ro sí el cumplimiento de las obligaciones
pecuniarias dimanantes del contrato.

Insertado así el principio de estabilidad
real en el ordenamiento italiano, analiza
Isenburg si en e! objeto central de su estu-
dio las cláusulas de duración mínima pue-
den asimilarse a ías cláusulas de estabili-
dad, llegando a ¡a conclusión de que ie
separan notables diferencias, íante áz
orden cuantitativo como cualitativo. 31
hecho de que las primeras garantizan k
duración del contrato po¡ un tiempo muy
superior y su carácter unilateral frente ai
pretendido carácter bilateral de l*s cláu-
sulas de duración mínima, así como que
suponen una garantía menor en si tiempo
son las más significativas. Por otira parte,
la disensión acerca de si las cláusulas de
duración mínima sólo pueden concebirse
vinculadas a contratos de trabajo por
tiempo determinado, es, ciertamente, aje-
na a las cláusulas de estabilidad real.

Delimitadas así las cláusulas de durs<
ción mínima, configura la autora dos gran-
des categorías de ías mismas; de acuerdo
con su fuente: ¡as de naturaleza legal,
que traen su origen de la ley y ías con-
tractuales, producto de ¡a autonomía de
la voluntad de las partes. Centrándose en
el estadio de. las cláusulas legales de du-
ración mínima se refiere en concreto a la
ley de ¡5 de agoste de 1949, posterior-
mente aclarada por ¡a de 26 de noviembre
de Kj55 en ¡a que se estabíece una dus's-
ción mínima de dos años para ios contra^

tos entre empresarios agrícolas y traba-
jadores fijos a su servicio. En el análisis
de estas normas concretas realiza un da--
tenido estudio de las posiciones, doctri-
nales y jurisprudenciales sobre dos cues-
tiones: la naturaíeza del contrato y si
la limitación tiene o no alcance bilateral.
Respecto ás la primera concluye que los
preceptos estudiados están pensando en
contratos ríe duración indeterminada,
mientras que estima que la limits.ción
que suponen afecta únicamente al poder
de rescisión del empresario.

Pasa a analizar con posterioridad las
cláusulas de duración mínima su otros
tipos de contratos y, concretamente, en
los contratos de duración determinada.
Así, el artículo 4.0 de la ley de 18 ás
abril de ¡962 establece que en los con-
tratos a término con ios directivos de
duración superior a tres años y hasta un
máximo de cinco, el trabajador tiene el
derecho, observando eí preaviso, de res-
cindir el contrato una vez transcurrido
el trienio inicial. Considera Isenburg que
este precepto actúa un doble interés: el
del empresario a contar con el directivo
durante un determinado período de tiem-
po o bien a percibir una indemnización;
por otra parte, garantiza al directivo que
a pesar de la amplia duración del contrato
pueda, una vez transcurrido el período
fijado, rescindir libremente el contrato.

Analizados los supuestos legales, ca-
racteriza Isenburg estas cláusulas de dura-
ción mínima como insertadas automática-
mente en la relación contractual y vincu-
lantes, en la generalidad de los casos
únicamente para el empresario, pero a
veces vinculantes para ambas partes. En
cuanto a la eficacia de las mismas distin-
gue entre eficacia obligatoria y eficacia
rea!. Hn el primer supuesto, la posibilidad
misma de rescisión sería totalmente para-
lizada por la cláusula de duración deter-
minada, que incidiría directamente sobre
él poder de' rescisión y no sólo sobre su
ejercicio. En el segundo supuesto, se es-
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tro del primer año de prestación de servi-
cios, principio consagrado zxi dos decisw»
ñas áz declarar la ¡legitimidad de la nor-
ma (artículo a.xcp CC 2.°s sri. 2.243 CC)
según la cuaí, £Í trabajados.' adquiría eí de-
recho subjetivo anual a un período de;
vacaciones retribuidas «después de un añe
cíe servicios ininteÉWumpidos».

La sentencia constitucional, por tanto,
representa un medio de interpretación «no
textual» de ¡a norma, no ya sóio desde eí.
plano de ia contraposición que pueda exis-
tir entre la reaüdad social y el texto nor-
mativo, sino sobre todo en el ss3 t̂iác ds
la oposición dialéctica entre vatio y letra
de la ley, dentro de la pura realidad nor-
mativa.

La validez de Sa norma - concluye Ghe-
ra- • y la interpretación del texto se con-
firman sí como los áos aspados indisolu--
clemente unidos de la justicia constitu-
cional, por ío que concierne su contHbu-
rión a 1E formación sxtralegisiativa fieí
Derecho.

RENATO SCOSNAMIGÜO : Considerafícni su-

lia nozione di impresa agricok.. A pro-
posito dell'iscrizjone all'ENPA'A. ¡Con-
sideraciones sobre el concepto de Em-
presa agrícola. A proposite de la ins-
cripción en ENPAIA). Fágs. 333 y si-
guientes.

Opina Scognamiglio que a ía hora de
conceptuar ía Empresa agrícola no se pue-
de acudir, actualmente, ai concepto tra-
dicional de la misma; esto es, a la no-
ción que hace referencia únicametne al
cultivo y explotación del fundo por parte
de un agricultor.

La actividad productiva agrícola, en

este orden de ideas, consistiría en. el des-
arrollo de un ciclo biológico vegetas e
anima!, "ligado directa o indirectamente a
la explotación de Sa fuerza 5/ ¿e loa fe-
cursos naturales» y que se realizaría tce»
nómicamente mediante ía obtención de los
frutos vegetales o animales destinados A
consume directo, tal come fueron obte-
nidos, o tras una o múltipíss transforma-
ciones.

Se hace necesario, para Scognamiglio,
distanciarse de la configuración restrictiva
de ¡2 Empresa agrícola, hoy superada,
para lo que propugna el concepto ¿2
«ap.rariedad»; noción ésta más amplia y
más acorde con la realidad, ya que mciu-
ye la mención de otros supuestos que en-
cajan perfectamente en ía actividad Egrí-
cola, perc que son sustanciaísaente dus-
tintos de Is mera explotación de: fundo.

En su opinión, no hay razones válidas
actualmente para identificar ei ámbito de
la agricultura con la pura producción ds
bienes alimenticios. De hecho, incluso k
propia realidad jurídica, ofrece supuestos
claramente distintos. A modo ¿e ejsmpíc
.se puede aducir el artículo 2.135 ̂ - QU3

cataloga come actividad agrícola ía silvi-
cultura --cultivo de los bosques-—, acti-
vidad ésta que, evidentemente, no per-
sigue un fin alimentario.

Hay, por tanto, que referir ei concep-
to también a toda una serie ce actividí;
des que se podrían delimitar como cone-
xas t todas aquellas que responder?, a ¡a
venta y transformación deí producto agrí-
cola.

La importancia del tema se plantea er.
orden a determinar qué actividades sor-
consideradas agrícolas y por ello qué su»
jetos están obligados a inscribirse zri
ENPAIA.-JUAN M. JÜANNOT.
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POR El INSTITUTO DE ESTUDIOS POLÍTICOS

EL ESTADO DE LA SOCIEDAD INDUSTRIAL

Por Erntst FÜRSTORFF. Traducción de Luis l/n>sz GUEKRA y JAXSÍ3
NICOLÁS MrÑiz. Edición Í975. 292 págs. Colección «Civitas».

Se trata de un análisis agudo y de gran observación hecho por
un gran constilucionalistn sobre la situación actual del Estado cu
su dependencia de la actual sociedad industrial. Hoy el Estado
recibe su estabilidad de la sociedad industrial. Kilo tiene sus peli-
gro?;. Es una nueva dimensión del listado que revela la crisis <sn
que se; debate. Ha variado el sentido tradicional del listado. Tal
situación plantea al legislador del Estado moderno profundas re-
formas constitucionales. Pero tales reformas no pueden ser ilimi-
tadas. £51 gran tenia del listado constitucional y del progreso y
desarrollo industrial se entrelazan para plantear una de las gran-
des problemáticas cuya solución permitirá el desarrollo estable
de la sociedad futura. Tales son, en síntesis, las consideraciones del
autor desde el examen que realiza del Estado de la sociedad indus-
trial a! considerar básicamente la República Federal de Alemania,

Precio : 375 utas.

DE LA REORGANIZACIÓN DE LA SOCIEDAD
EUROPEA

Por Conde de SAINT-SIMON y A. THIKRRY {su discípulo). Tra-
ducción de ANTONIO TKUYOL Y SER KA e ISABEL THUYOI, WINTRICK.
Edición ¡975. Í63 págs. Colección «Civitas*.

Ahora que el tenia de Europa está en el primer plano de ías
grandes preocupaciones mundiales, este pequeño libro recuerda
los proyectos de una sociedad europea nacidos de un peculiar
modo de formularlos. El origen de un Estado federal para Europa
está va propugnado en Saint-Sitnon, y es realmente curioso cóíiw
las exigencias de la unificación política de Alemania eran funda-
mento para esa concepción unitaria que quería áa Europa. Sol!
intuiciones y reflexiones que se adelantaron a su tiempo y en la
perspectiva que encuentra hoy su aplicación práctica. La lectura de
esta obra muestra la misión precursora del gran pensamiento de su
autor.

Precio : ?,?& pías.



LIBERALISMO Y SOCIALISMO. LA ENCRUCIJADA j
INTELECTUAL DE STUART MILL ]

i
Por Dalmacio NEGRO PAVÓN. Edición 1976. 291 págs. Colección. |

«Kstudios de Keonomía». !!
j

La gran figura de Stnarl jMill como el prototipo de la economía j
liberal, permite al autor de este, libro su comparación con pensa- j
dores franceses tan representativos como el moralista político qne ' í
fue Augusto Comte ; su vinculación con la problemática de la cien- |
cía social sobre los supuestos culturales, doctrinales y teóricos de i]
Tocqueville y el juego de las ideas del socialismo incipiente ante j¡
las que el autor escribió sus famosos «Principios de economía». l¡

j

Precio : 400 ptas. J

¡
LOS ORÍGENES DE LA ESPAÑA CONTEMPORÁNEA i

:i
Por Miguel ARTOLA GALLEGO. Edición 1976. Tomo I, 746 pá-

ginas. Tomo II, 684 págs. Colección «Historia Política». ¡:

Nuevamente el Instituto edita, en segunda edición, esta impor- jj
tante investigación histórica sobre la que hay una bibliografía muy jj
extensa y a la cual la aportación de Altóla Gallego es definitiva.
La convulsionada España, que nace del tránsito de una sociedad
clasista ¡i la que representa la filosofía de la ilustración, permite
un exhaustivo estudio sobre el proceso revolucionario que se fer-
menta en la época, desde los estamentos del clero, la nobleza y el
pueblo llano hasta la consideración de los fundamentos sociales que
representaban el régimen señorial, los monopolios de eargos y fun-
ciones, los fundamentos económicos y jurídicos del dominio -estatal
y que implican, en definitiva, la crisis del antiguo régimen y el
levantamiento nacional con todo el proceso posterior de las jimias
provinciales revolucionarias hasta el golpe de Estado en Aran juez
y todo lo que va a configurar el listado liberal del siglo xix.

Nadie que pretenda conocer la Historia contemporánea espa-
ñola puede dejar de leer la apretada y fundada prosa de esta inves-
tigación. La aportación documental del tomo II es de un gran
interés.

Precio (tomo I) : 875 ptas
Precio (tomo II) : 77S ptas
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Alvaro Cuervo García : «La planificación cu cí proceso de de-
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1.a •mujer en la sociedad actual

I. La condición social de la mujer: E. Radar : «Dimensions so-
cio-symboliques du férninin».—J. M. Nia de Cardona : «Calidosco-
pio ideológico sobre Ja mujer».---M. Mcrfca : «La femme, la íamille
eí Féducation».—J. S. Roucek: cWoraen in Russia and Soviet
Russin».—M. Kydalin : «La donna come alienta:?.—j. Iglesias de
Ussuel : aAcíitucJes discriminatorias contra la mujer de los varones
españoles».—j. Balcells : «Análisis sociológico de la variable "sexo"
en una encuesta de opinión de un grupo profesional».—U. Muí Ri-
móla : al,a mujer en la literatura».
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